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dimane de actos o -conduCtas-que afecten en su valo­
ración a los dos protagonistas de la relación humana;
el plano Simrlemente subjetivo servirá para otros lances.
pero no en e ámbito procesal». En el escrito proponiendo
la recusación se transcribranpérrafos literales de ar­
trculos periodrsticos a través de los cuales se pretendía
poner de manifiesto el-antagonismo existente entre recu­
sante y recusado.

No cabe dudar. en suma. de la trascendencia o rele­
vancia de-la prueba propuesta por el recurrente y dene­
gada en la resolución qué se impugna. Se cumplió la
doctrina de este Tribunal (SSTC 116/1983 y 147/1987)
para fundamentar la demanda de amparo. puesto que.
en este caso~ la misma iba dirigida a acreditar la falta
de imparcialidad subjetiva del Juez instructor. esto es.
la wlneración de un derecho constitucional autónomo
(impUcitamente incluído en el derecho a un proceso con
todas las garantías' y también. como se ha dicho en
otras resoluciones de este Tribunal. «constituye la prin­
cipal exigencia del derecho ¡¡tI Juez legal. que ha de pre­
sidir la constitución de los órganos jurisdiccionales pena­
les» (STC 106/1987).

4. Creemos. en definitiva. con el respeto que nos
merece la opinión mayoritaria de la Sala. que debió admi­
tirse la demanda y otorgar el amparo. anulando el Auto
de la Sección Primera de lo Penal de la Audiencia Nacio­
nal. de 24 de enero de 1997. así como el Auto de 8
de·noviembre de 1996. del Juzgado Central de Instruc­
ción núm. 5. con devolución de las actuaciones al Juz­
gado Central de Instrucción núm. 5 de la Audiencia
Nacional para la práctica de las pruebas pertinentes en
el incidente de recusación.

Madrid. a veinticinco de noviembre de mil novecien­
tos noventa y siete.-Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Vicente Girneno Sendra.-Firmado y rubricado.

27978 PleDo. Sentencia 206/1997, de 27 de
noviembre de 1997. Recursos de inconstitu­
cionalidad 1.181/1987 y 1.190/1987. Pro­
movidos, respectivamente. por el Consejo Eje­
cutivo de la Generalidad de Cataluña y por
el Parlamento Vasco contra la Ley 8/1987.
de 8 de junio, de Regulación de los Planes
y Fondos de Pensiones. Votos particulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Alvaro Rodriguez Sereijo. Presidente; don José
Gabaldón López. don Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral. _don Vicente Gimeno Sendra. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
POS. don Pedro Cruz Villalón. don CarIes Viver Pi-Sunyer.
don Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera. don Tomás S. Vives Antón y don Pablo García
Manzano. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

:=n los recursos de inconstitucionalidad núms.
1.181/87 y 1.190/87. promovidos. respectivamente.
por ~I Consejo EjecUtivo de la Generalidad de Cataluna
y por el Parlamento Vasco contra la Ley 8/1987. de
8 da ~!Jnio. de ~egulación de los Planes y Fondos de
Per.·b:les. Ha comparecido el Gobierno de la Nación.
repr, ;!'enlado y defendido por el Abogado del Estado.

Y ha sido Ponente el Magistrado don Rafael de Men­
dizábal Allende. quien expresa el parecer del Tribunal.

l. Antecedentes

1. - El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata­
luna. mediante escrito recibido en este Tribunal el 8 de
septiembre de 1987. interpuso recurso de inconstitu­
cionalidad contra la Ley 8/1987. de 8 de junio. de Regu­
lación de los Planes y Fondos de Pensiones. El recurso
se dirige contra la .totalidad de la Ley. con la sola excep­
ción de algunos de sus preceptos q~e se detallan en
el escrito de interposición. Subsidiariamente. y por si
se entendiera queJa Ley recurrida sólo lesiona las com­
petencias dimanantes del art 17.2 del Estatuto de Auto­
nomra de Cataluna (E.A.C.). se impugnan determinados
preceptos que también se enumeran en aquel escrito.

El Parlamento Vasco. en escrito presentado el 11 de
septiembre de igual año. también promovió recurso de
inconstitucionalidad contra la totalidad de la misma Ley
y. subsidiariamente. contra determinados artículos de la
misma.' •

Ambos recursos fueron admitidos a trámite el 16 de
septiembre. dándose traslado de las demandas y de la
documentación con ellas acompanada al Congreso de
los Diputados. al Senado y al Gobierno. El Abogado del
Estado solicitó. dada su identidad sustancial. la acumu­
lación. que fue acordada por el Pleno del Tribunal en
Auto de 27 de octubre.

2. El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata­
luña inicia sus alegaciones afirmando que la Ley impug­
nada culmina un proceso. antes iniciado por la Ley de
Ordenación del Seg\lro Privado. encaminado a sustraer
de la órbita competencial de las Comunidades Autóno­
mas. y en particular de la Generalidad de Cataluña. las
Mutualidades y Montepíos de Previsión Social ajenos
a la Seguridad Social obligatoria. de modo que. de no
prosperar los recursos interpuestos contra"-Ias citadas
normas. las Comunidades Autónomas quedarán privadas
de toda intervención en relación a estas instituciones
de previsión voluntaria y libre. Este caso es. precisamen­
te. uno de aquellos en los que se ha producido un des­
apoderamiento de las instancias centrales en beneficio
de ciertas Comunidades Autónomas. y en concreto de
Cataluna. por lo que es extraño que el legislador estatal
haya considerado la materia de su privativa y exclusiva
competencia. Ello sólo puede indicar que se ha querido
avanzar en una centralización a ultranza o que no se
ha sabido interpretar la Constitución y los Estatutos ante
la ausencia de una mención expresa· respecto a los Pia­
nes y Fondos de que trata la Ley impugnada. Después
de hacer algunas reflexiones sobre la interpretación de
la Constitución y de los Estatutos de Autonomra. se
advierte del peli~ro de una fosilización de las regla~ y
principios constitucionales. debiendo prevalecer una
Interpretación acorde con la intención fundacional V. por
consiguiente. evolutiva en función de la transformación
de las circunstancias. Con esa base. no pueden admitirse
los planteamientos que. partiendo de la prefiguración
preconstitucional de una determinadamateria. erosionen
el bloque de la constifucion~lidad. debiendo recordarse.­
a estos efectos. lo previsto en la cláusula derogatoria
de la Constitución. .

El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Catalufta
analiza a continuación los objetivos y el alcance teAitoriaI
de la Ley impugnada y reconoce qUe en ella pueden
encontrarse determinados preceptos susc8ptibles de 88r
contemplados desde una óptica económica financiera
-así el art 16.1 o la Disposición final tercera-. pero
añade que la finalidad primera y principela que responde
la Ley es.alcanzar unos concretos objetivos de protección
social mediante la regulaci6n ex novo de una nueva ins-
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titución de previsión que faltaba en nuestro ordenamien­
'too cuales son los denominados Planes y Fondos de Pen­
siones. concebidos como una modalidaCI de ahorro-pre­
visiGn de creciente demanda social. Esta finalidad. que
ha de considerarse como el origen y la causa legitima­
dora de la disposición en litigio. tal y como se dectuce
de los tres primeros apartados de su exposición de moti­
vos. coloca en un plano predominante el objetivo de
la previsión social por encima de cualesquiera otros.
incluidos los económico-financieros. que si aparecen en
la regulación ha de interpretarse úniCamente que.es con
carácter adjetivo. instrumental y. en todo caso. subor­
dinado a dIcha finalidad prirnordiat Así el objetivo de
la previsión social es predominante. lo que advierte para
prevenir cualquier intento de fragmentar la Ley o de
pretender que prevalezcan sus connotaciones económi­
cas o financieras: no se protege. la doctrina lo ha sena­
lado. para obtener. recaudar o controlar fondos. sino
que éstos Se obtienen. recaudan o controlan para pro­
teger. La financiación es un instrumento al servicio de
la previsión social y no a la inversa. El que las instancias
centrales no sólo hayan legislado. sino que se hayan
reservado también la facultad de desarrollar reglamen­
tariamente los preceptos de la Ley y toda una serie de
actos de mera ejecución demuestra que la materia ha
sido abordada como si se tratase de una competencia
exclusiva del Estado. .

3. Hechas las anteriores consideraciones prelimina­
res. se destaca en el escrito de alegaciones del Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluna que el arto 9.21
E.A.C. le atribuye competencia exclusiva sobre _Coope­
rativas. Pósitos y Mutualismo no integrado en el sistema
de la Seguridad Social. respetando la legislación mer­
cantil.. La inexistencia de una mención nominal a los
Planes y Fondos de Pensiones. de la que podría deducirse
que no se atribuye competencia en esa materia a la
Generalidad de Cataluna. no tiene fundamento: obedece.
simplemente. a que en el momento de la elaboración
del EA.C. no se contemplaban otras modalidades de
previsión social voluntaria que las mencionadas en el
citado precepto. El tenor literal del precepto estatutario
es ((mutualismo no integrado en el sistema de la Segu­
ridad Sociab•• y no «mutualidades y montepíos de pre­
visión social no integrados en el sistema ele la Seguridad
Sociab•. Esta relevante distinción léxica indica que la com­
petencia autonómica se atribuye en función de la acti-.
vidad y no de la calidad de las entidades. Para el E.A.C.•
«mutualismo no integrado en la Seguridad Social y pre­
visión social voluntaria libreD son expresiones de valor
equivalente. que acotan un ámbito competencial espe­
cífico en razón del cual la Generalidad de Cataluna dis­
pone de competencia exclusiva para regular la materia
objeto de la Ley impugnada. Si se interpretase el con­
tenido competencia de acuerdo exclusivamente con el
contenido material derivado de la legislación vigente en
el momento de la redacción del precepto se aceptaría
que las atribuciones competenciales carecen de futuro
y que su efectividad quedaría supeditada a la libre volun­
tad del legislador. que podría vaciar las competencias
con sólo alterar o ampliar el contenido de las leyes. En
resumen. ello implicaría que. mientras las potestades del
Estado y sus competencias serían susceptibles de con­
tinua actualización. las de las Comunidades Autónomas .
quedarían relegadas a ámbitos históricos y privadas de
capacidad de innovación.

Al respecto se trae a colación la Sentencia de este
Tribunal 123/1984. donde se senala que el hecho de
que una materia. asunto o cuestión no figure nominal­
mente mencionada en los Estatutos de Autonomía no
significa que las Comunidades Autónomas carezcan de
dicha competencia. si~ndo lo relevante no la mención
directa sino el contenido material entendido como con-

junto de.actividades. funciones e institutos jurídicos rela­
tivos a un sector de la vida social. Este es el caso de
los Planes y FoJidos de PensiQnes. instituciones jurídicas
relativas a un sector de la vida social cual es la previsión
voluntaria y libre. La doctrina de este Tribunal apuntaría.
pues. a que. con independencia de los rótulos o deno­
minaciones. los Planes y Fondos de Pensiones pueden
ser incluidos sin esfuerzo en la rúbrica «mutualismo no
integrado en el sistema de la Seguridad Social». que
es competencia exclusiva de la Generalidad. El juego
de la cláusula residual del art. 149.3 C.E. sólo se produce
cccuando el problema no pueda quedar resuelto con los
criterios interpretativos ordinarios••• lo que no sucede en
el caso que nos ocupa. Además. Cataluña ha sido la
cuna del mutualismo y por mutualismo hay que entender
todo un conglomerado de medios y estructuras dirigidos
a promover y facilitar el bienestar social. El Derecho com­
parado ofrece ejemplos. como el de la Ley de Quebec
sobre la materia (1966. con modificación en 1985).

De otro lado. para dilucidar el recurso debe descar­
tarse cualquier hipotética intervención estatalle~itimada
sobre la base de la legislación mercantil. Las actividades
de previsión social son ajenas a la obtención de bene­
ficios. por lo que. ausente el ánimo de lucro. permanecen
al margen de la leqislación mercantil. Además. este Tri­
bunal ha señalado \STC 72/1983) que la expresión «res­
petando la legislaCIón mercantil» ha de interpretarse en
relación con la aplicabilidad de dicha legislación. Caren­
tes de ánimo de lucro. los Planes y Fondos de Pensiones
no se integran tampoco en la actividad aseguradora.
debiendo calificarse conceptualmente la materia como
ccunidisciplinar». de suerte que sólo los apartados 8. 11,
13 y 14 del art. 149.1 C.E. podrían fundamentar una
modulación de las competencIas autonómicas.
. En conclusión. la totalidad de los preceptos de la
Ley han de ser reputados inconstitucionales por inva­
dir la competencia reconocida a la Generalidad en el
art. 9.21 E.A.C. No es de interés al respecto el arto 11.2
E.A.C.. relativo a los Fondos de ámbito .nacional y de
empleo. pues éstos. incardinados en el ámbito admi­
nistrativo de lo laboral. nada tienen que ver con los Fon­
dos de Pensiones.

4. No obstante, el Consejo Ejecutivo de la Gene­
ralidad de Catalui\a reconoce que hay en la Ley impug­
nada preceptos que se corresponden con competencias
estatales. Salvo la .hacienda general». el poder central
tiene compartidas con la Generalidad la mayor parte de
las competencias que afectan a los contenidos de la
Ley: Sobre la ordenación del crédito. las atribuciones
centrales se limitan a la solución de la leEJislación básica.
Respecto de la planificación de la actiVIdad económica
general. sólo comprenden la fijación de bases. la coor­
dinación. la ordenación de la actividad econ6mica gene­
ral y la política monetaria. Las competencias de las ins­
tancias centrales no asumen. pues. toda la regulación.
ya que corresponde a la Generalidad un destacado papel.
No cabe la apología de la «unicidad del orden econó­
mico••. La exigencia de que el orden económico sea uno
en todo el ámbito del Estado -¡ lo mismo cabe decir
de otros conceptos similares utilizados como son el de
«intereses generales.. o el de «igualdad básica». para
poner sólo dos ejemplQs entre los más ilustrativos- no
es ningún título que permita conferir una mayor o menor
extensión a las compet~.ncias estatales ya que. parafra­
seando la STC 37/1981. para el intérprete de la Ley
esa «unicidad» -y también aquellos ccintereses genera­
les». «igualdad básica», etc...... son ya un dato definido
por la Ley misma comó repertorio concreto de com­
petencias. Los preceptos de la Ley 8/1987 abordan las
cuestiones objeto de regulación en unos términos que
hacen sumamente difícil la participación de las CC. AA.
Una normativa como la Ley recurrida. con unas carae-
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terfsticas que impiden artificialmente el ejercicio de las
competencias de las ce. AA. ha de reputarse. en prin­
cipio. como contraria a la e.E. y a' EAC.

De acuerdo con ello. se examinan' en el escrito de
alegaciones los preceptos en los que pudiera darse una
concurrencia de titulos competenciales susceptible de
avalar una limitada intervención del Estado. Algunos ar­
tiCulos podrian parecer ajustados al orden de compe­
tencias que resulta de la e.E.• pero un detenido análisis
de ellos conduce a la evidencia contraria. Tales preceptos
son los siguientes:

a) Art. 6.2. Sólo cabria reputar constitucional. por
atenerse a la competencia estatal del art 149.1.14 e.E.
(Hacienda general). la determinación de que exclusiva­
mente los Planes de Pensiones que cumplan los requi­
sitos de la Ley podrán acceder al r~imen·fiscal previsto
en ella. En lo demás es inconstitucional. puesto que la
articulación del régimen financiéro de los Planes no es

, competencia exclusiva ~eI Estado. el cual. en su caso.
se ha de limitar a la regulación de sus aspectos básicos
(art 149.1.11 e.E. y art. 10.1.4 EAe.). Todo ello con
una importante advertencia: la circunstancia de que la
temática fiscal referente a los Planes y Fondos de Pen­
siones sea una competencia del poder central no ha
de suponer que los Planes y Fondos sujetos a la nor­
mativa de la Generalidad no puedan gozar de los bene­
ficios fiscales arbitrados. o que se arbitren en el futuro.
para los sujetos a la competencia del Estado. y si la
dicción del precepto de que se trata lo impidiera deberfa
ser reputado de inconstitucional por este solo' motivo.

b) Art. 6.3. Podría parecer ajustado a la e.E. y al
E.A.e. si se interpretase que ellfmite de 750.000 pesetas.
que consigna para las aportaciones anuales máximas'
de la unidad familiar a los Pl8fl8S de Pensiones. es expre­
sión de una medida económica de carácter básico. Sin
embargo. una resolución de dicha fndole. basada como
ha de estar '-" la óptima capacidad de ahorro-previsión
de la unidad familiar. carece de aptitud para ser aplicada
uniformemente en todo el territorio dado que la poten­
cialidad familiar para generar recursos .con destino a la
previsión voluntaria varia muy sensiblemente de un lugar
a otro. incluso entre unidades compuestas por personas
dedicadas a las mismas labores profesionales. Por ello.
la disposición de que se trata no puede considerarse
a cubierto de la inconstitucionalidad referida al conjunto
de la Ley.

c) Art. 11. Tanto sus normas de orpanización.
como tributarias que son de la competenCia sobre la
materia principal regulada. esto es. la previsión social
voluntaria y libre en Catalufta, corresponde dictarlas a
la General~ad de acuerdo con el art. 9.21 EAe.• sin
que pueda estimarse como una cuestión básica a efectos
de ninguna competencia estatal potencialmente con­
currente -incluidas las bases de las obligaciones con­
tractuales del art. 149.1.8 e.E.- ni uno solo de los extre­
mos que aborda el articulo. pues. por ejemplo. el que
los Fondos de Pensiones en Catalui'ia pudieran gozar
de personalidad jurfdica no afectarla en lo más mfnimo
al ejercicio de derechos constitucionales garantizados.
ni tampoco a la éompetencia del Estado sobre la legi~
lación 'mercantil. toda vez que los Fondos carecen de
afán o ánimo de lucro que es inhérente o consustancial
a las actividades mercantileá., Lo propio cabe decir de
los restantes pronunciamientos del articulo. como son.
entre otros. la necesidad de previa autorización admi­
nistrativa, los requisitos de la escritura de constitución.
la denominación de los fondos. los tipos de Fondos y
el requisito de que algunos tengan que contar con un
patrimonio inicial, a determinar· reglamentariamente.
extremo éste que corrobora todavfa más. si cabe. el
carácter no báSICO del precepto.

d) Art. 16. En él se produce una confluencia d~

medidas básicas y otras que no lo son. Entre estas úffi­
mas están todas las que'se atribuyen al Gobierno. dada
la conexión existente entre este articulo y la Disposición
final tercera. tanto la potestad r~18mentaria como la
realización de actos de naturaleza ejecUtiva. Obviamente.
esas reglas adolecen de la tacha de ineonstitucionalidad
que se predica de gran parte de la Ley.

e) Art. 17. Sus apartados 2 y 6. puestos en Qbli­
gada conexión con la Disposición final· tercera. no se
acomodan al bloque de constitucionalidad en la medida
en' que otorgan al Gobierno. en exclusiva. la facultad
de desarrollar reglamentariamente las prescripciones de
la Ley.

f) Art. 19. La exigencia de que exista una Entidad
Gestora de los Fondos de Pensiones está fntimamente
vinculada al hecho de haber configurado a los Fondos
como carentes de personalidad juridica y. por tanto. sin
capacidad para administrar ni invertir las aportaciones
o ahorros que reciban. La atribución o no de personalidad
jurfdica a los Fondos no puede ser conceptuada materia
básica por tratarse de una simple opción de carácter
organizativo que en nada afecta a los derechos y posi­
ciones juridicas fundamentales ni de los promotores. ni
de los participes en los Planes de Pensiones. Por esta
razón. tampoco las reglas a que hayan de someterse
las cuentas anuales de las Entidades Gestoras han de
merecer el calificativo de básicas a los fines de una posi­
ble competencia del Estado.

g) Art. 20. La Generalidad. en méritos de la com­
petencia exclusiva del art. 9.21 E.A.e.. se halla con~
titucionalmente habilitada. si lo estima oportuno. para
organizar los Fondos de Pensiones de forma que gocen
de .personalidad jurfdica. no requiriendo por tanto del
concurso de Entidades Gestoras. El articulo que disciplina
tales entidades no es materia básica y. por ende. en
la medida en que haya de aplicarse en Catalui'ia. incurre
en inconstitucionalidad.

h) Art. 21. De este articulo sólo podrfa conside­
rarse como básico. a expensas de las competencias del
Estado del art. 149.1.11 y 13 e.E.. su apartado 1. El
apartado 2 no lo es y tampoco lo son los 4. 5 Y 6.
El primero. porque señala que las retribuciones de los
depositarios.se~nlibres. sin perjuicio de las limitaciones
que puedan establ~rse reglamentariamente. previsión
que a todas luces. tanto en sfmisma como por deferir·
al Gobierno el establecimiento de las eventuales limi­
taciones. revela que no es básica. El segundo. porque
lo básico aquf únicamente es que de la custodia y:de~
sito de los valores y activo de los Fondos se hayan de
encargar las Entidades de Depósito legalmente estable­
cidas y no que haya de ser una sola la Entidad depositaria.
Y. el tercero. por cuanto que al prescribir que nadie puede
ser .al mismo tiempo gestor y depositano de un Fondo
está normando una posibilidad quelegftimamente podria
no darse en Cataluña. por no ser constitucionalmente
la existencia de Entidades Gestoras de los Fondos de
Pensiones. En punto a su apartado 3. sólo seria con~
titucional en los aspectos que pudieran afectar a la com­
petencia del poder central sobre divisas. cambio y con­
vertibilidad (art. 149.1.11) y no en los restantes.

i) Art. 22. Aunque en una primera aproximación
el precepto podria parecer constitucional. en realidad
no lo es. porque. al no ser una exigencia constitucional
la existencia de una Entidad Gestora. la precisión que
establece seria ineficaz en Catalui'ia en el supuesto de
que la Generalidad optase por una modalidad organi­
zativa de los Fon4os que atribuyese a los mismos per­
sonalidad juridica.

j) Art. 23. El apartado 1 de. artieuto. en sus dos
letras a) y b). no contiene materia alguna que pueda
estimarse como básica respecto a eventuales campe-
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tencias del Estado. salvo en lo que concieme a la nece­
saria constitución por la entidad cesante. de las garantias
precisas para cubrir las responsabilidades de su gestión
[última proposición de la letra a». Del resto del articulo
únicamente podrfa salvarse. por básica. la mención del
apartado 3 de que el procedimiento' concursal de las
Entidades de Depósito producirá el cese en la custodia
del Fondo de la entidad afectada.

k) Arts. 25 y 26. La detallada ordenación de los
distintos tipos de conductas sancionables que hace el
arto 25 en sus apartados 3.4 Y 5. excepción hecha de
sus enunciados generales. es inconstitucional por dejar
vacras de contenido las correlativas competencias auto­
nómicas de desarrollo. Lo mismo ocurre con los apar­
tados 1 y 3 del arto 26 en punto a las distintas sanciones
a im"poner y a los órganos competentes para acordarlas.
Además. el apartado 5 del citado ar:!- 26 es incon~
titucional por razones de conexión necesaria con el
arto 5.3 de la Ley.

1) Disposiciones transitorias. El apartado 1 de la Di~

posición transitoria primera autoriza a constituirse en
Fondos de Pensiones a las entidades de previsión "Social
que. como es sabido. no son otras que las Mutualidades
y Montepros que operan al margen de los sistemas de
Seguridad Social obligatoria. Cabrra afirmar que sólo
corresponden a la expresada competencia estatal y. por
tanto. serean constitucionales las siguientes prescripcio­
nes: el segundo párrafo de la letra d) del apartado 1
de la Disposición transitoria primera; la totalidad del apar­
tado 2 de la Disposición transitoria primera; la últIma
proposición. desde ccsiendo deduciblesll hasta el final.
de la letra a) del apartado 5 y el segundo párrafo de
dicha letra de la indicada Disposición transitoria primera;
la última proposición de la letra b) desde ccresultando
gasto deducible)) hasta el final. asf como la última pro­
posición de la letra c) desde ccgozando el pago de la
prima)) hasta el final. ambas también del apartado 5
de la referida Disposición transitoria- primera; los párrafos
segundo. tercero y cuarto del apartado 6 de la misma
Disposición transitoria; y la totalidad de su apartado 7.

11) Disposiciones finales. Es claramente inconstitu­
cional la tercera. por atribuir en exclusiva al Gobierno
la competencia para aprobar el reglamento de ejecución
de la Ley. dado que el poder central no sólo carece
de esa competencia en relación al conjunto de la norma.
sino incluso respecto a los preceptos que podrian ser
considerados como básicos. excluidos los de carácter
fiscal (art. 149.1.14 C.E.) y el procedimiento adminis­
trativo sancionador (art. 14.1.18 C.E.). La segunda es
igualmente inconstitucional por exceder de las compe­
tencias del Estado. ya que la Di$posición adicional
cuadragésima de la Ley de Presupuestos Generales del
Estado para 1986 a la que se refiere. por remitirse al
arto 11.2 de la misma Ley. cómprende a las CC. AA.
y. a los organismos de ellas dependientes. asr como a
las Corporaciones Locales y a los órganos que de ellas
dependan. siendo evidente que en los dos casos seña­
lados -en el segundo para las Corporaciones locales
ubicadas en el territorio de Cataluña- es a la Generalidad
y no al Estado a quien compete decidir si podrán o' no
promover Planes y Fondos de Pensiones. '

5. A renglón seguido. el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña concreta los únicos preceptos
dQ la Ley 8/1987 que quedan exceptuados de su
impugnación: '

a) Art. 5.2. Serra constitucional si se suprimiese
la mención al régimen finanpiero previ~ A') en la Ley.

b) Art. 12. Podrea ser constitucional. exceptuando
la referencia a las Entidades Gestoras.

c) Art. 15. Podrfa ser constitucional el párrafo
segundo del apartado uno. en cuanto decreta que ceen

todo caso será requisito previo para la disolución de
los Fondos de Pensiones la garantfa individualizada de
las prestaciones causadas». en lo demás el articulo exce­
de de la competencia estatal sobre las bases de orde­
nación del crédito del art. 149.1.11 e.E.. puesto que
la ordenación básica en esta materia no ha de ir más
allá de la obligación de constituir la garantea expresada.

d) Art. 16. Serfan constitucionales el párrafo pri­
mero del apartado uno; el párrafo segundo del mismo
apartado. sólo en lo relativo al coeficiente mrnimo de
inversión obligatoria en activos financieros contratados
en mercados organizados reconocidos oficialmente y de
funcionamiento reQular abierto al público o. al menos.
contratados a Entidades financieras. en créditos con
garantra hipotecaria y en inmuebles; el apartado tres.
en lo que se refiere a la inversión en activos extranjeros
y especifica que se regularán por la legislación corre~
pondiente computándose en el porcentaje indicado a
su naturaleza; el apartado cuarto. exceptuando las alu­
siones y competencias que en él se otorgan al Gobierno
de la Nación. por ceñirse a la concreción del coeficiente
máximo de inversión en trtulos emitidos o avalados por
una misma Entidad y del coeficiente máximo de inver­
siones en una única Entidad y de créditos otorgados
a ~lIa o avalados por la misma; el apartado cinco. exclui­
das igualmente las menciones de competencias que su
letra c) hace y atribuye al Gobierno central. en la medida
en que define a efectos del segundo de los coeficientes
citados lo que ha de entenderse por Entidades diferentes.
pero pertenecientes a un mismo grupo de empresas.
y el apartado seis en cuando dispone qué tipos de interés
de los depósitos de los Fondos de Pensiones serán libres.

e) Art. 17. Son constitucionales sus apartados
uno. tres y cuatro. pues se acomodan a la competencia
estatal del arto 149.1.11 C.E. No ocurre otro tanto con
sus apartados dos y cinco. en cuanto atribuyen al Gobier­
no de la Nación la competencia para la edición de legis­
lación de desarrollo.

1) Art. 18. Es constitucional en su integridad
g) Art. 21. Son constitucionales los apartados uno

y tres. en lo relativo. respecto del último. a la competencia
en materia de divisas. cambio y convertibilidad.

h) ,Art. 23 t:s constitucional el último inciso de la
letra a) del apartado uno desde cela constitúción...1I hasta
el final. asr como'su apartado tres. pero sólo la frase
de su primera proposición atinente al procedimiento
concursa!.

i) Arts. 25 y 26. Los apartados uno. dos. seis y
siete del arto 25. salvo la alusión a las Entidades Gestoras.
y los enunciados generales de los apartados tres. cuatro
y cinco podrian aceptarse como constitucionales. Tam­
bién lo serran los apartados dos y cuatro del art. 26.
El primero porque tipifica los supuestos de responsa­
bilidad directa y subsidiaria que pueden merecer el cali­
ficativo de normación básica en materia sancionadora;
y. el segundo. porque establece el procedimiento san­
cionador. lo que es una competencia estatal a tenor del
arto 149.1.18 C.E.n Arts. 27. 28. 29. 30 y Disposición adicional pri­
mera. Son de competencia estatal. por referirse al trato
fiscal general de los Planes y Fondos de Pensiones.

'k)' Disposiciones transitorias. La única constitucional
es la primera. apartados 1. letra d). párrafo 2.°; 2; 5.
letras a) desde (csiendo deduciblesll hasta el final y el
segundo párrafo de diet'a letra. b) desde ((resultando
gasto deduciblell hasta el final y c) desde ((gozando el
pago de la primalt hasta el final; 6. párrafos segundo.
tercero y cuarto; y 7.

6. Para el supuesto de que no fuesen aceptadas
por este Tribunal las alegaciones antes expuestas. el Con­
sejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña articula una
impugnación subsidiaria de la Ley 8/1987. Comienza
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esta subsidiaria impugnación paniendo d~ la base de
que la figura de los Planes y Fondos de Pensiones podrían
tener encaje en el ámbito que acota la expresión Segu­
ridad Social, entendida en un sentido amplio y univer­
salista. Admite, a estos efectos, el obstáculo que puede
suponer la previsión del apartado dos del arto 1 de la
ley, donde se previene que las prestaciones podrán no
ser complementarias de las de la Seguridad Social. I!ste
obstáculo queda enervado si se repara en que el arto
41 de la C.E. contiene un mandato dirigido a los poderes
públicos del que puede deducirse 'un nuevo modelo de
Seguridad Social algo distinto del actual y en el que
podrran distinguirse tres niveles: un primer nivel univer­
sal. no contributivo, de matiz asistencial; un segundo
nivel de carácter profesional. contributivo, similar al hoy
existente; y un tercer nivel de prestaciones complemen­
tarias y libres, en que podrfan quEt(iar incl.uidas las 9ue
son propias de los Planes y Fondos de Pensiones. Temen­
do esto presente, no resulta anómalo él que la ley haya
previsto la disyuntiva de que los P!anes puedan ser <:om­
ptementarios o no de las prestaciones de la Segundad
Social. .

Puestos en el análisis de las competencias de la Gene­
ralidad de Catalufta sobre Seguridad Social, debe notarse
que 8 tenor del arto 17.2 EAC.le corresponden, en.estric­
ta consonancia con el art. 149.1.17 C.E., el desarrollo
legislativo y la ejecución de la legislación básica del Esta­
do, salvo las normas·que configuran el régimen eco­
nómico de la Seguridad Social y la gestión de dicho
régimen económico. Es problemá~co el alcance que haxa
de darse a ese régimen económico, cuya competencIa
normativa se ha reservado el poder central en su inte­
gridad, aunque sin perjuicio de las facultades de gestión
asumidas por las ce. AA. Con todo, y en lo que a este
pleito atafte, la cuestión se despeja analizando la razón
de ser o fin de la competencia estatal sobre el régimen
económico de la Seguridad Social.

En efecto. el criterio constitucional y estatutario se
fundamenta en que por medio de dicha competencia
se está ejercitando un poder muy similar al trib,:,tario
-<:uasitributario, diríamos- con el que se garantiza el
sostenimiento de un servicio público y, a la vez. un sis­
tema de prestaciones solidarias en beneficio de todos
los espaftoles (arts. 41 y 50 C.E.). Esta misma motivación
no concurre cuando se trata de aportaciones. realizadas
con carácter voluntario y libre. aunque con fines de pre­
visión social. que pasan a integrarse en fondos o patri­
monios privados. como son los llamados Planes y Fondos
de Pensiones, supuesto éste en el que lógicamente la
competencia del Estado vendrá siempre referida sólo
a la legislación básica.

la circunstancia de que aqur no estemos en presencia
de una competencia exclusiva -<:omo la que dimana
del art. 9.21 E.A.C.-, sino de una competencia com­
partida entre el Estado y la Generalidad -la que resulta·
del art. 17.2 EAC.-, hace que la impugnación no deba
extenderse a la ley en su conjunto. sino que debe con­
cretarse en unos determinados artículos, en la medida
en que hay que partir del obligado presupuesto de que
el poder central dispone de atribuciones para la fijación
de las bases de la totalidad de la materia a que se contrae
la ley. •

De acuerdo CQn ello, el Con~jo. Ejecutivo de la ~ene­
ralidad de Catalufta hace las siguientes observaCiones:

a) Art. 5, apartado 1, letra b), desde ccreglamenta­
riamente» hasta el final. Es inconstitucional ya que, pues­
to en relación con la Disposición final tercera de la ley,
invade la competencia de la Generalidad del art. 17.2
EAC. para el desarroHo legislativo y subsiguiente defi­
nición de la tipOlogra de los sistemas de capitalización
y sus condiciones de aplicación.

b) Art. 5.. apartado 3. No puede merecer el cali­
ficativo de básico por razón de su contenido y, además,
infringe el principio de igualdad consagrado en el art. 14
C.E. al imponer un trato iguala situaciones económicas
que, por naturaleza, tienden a ser diferentes.

c) Art. 7, apartado 2. Regula con detalle la8 fun­
ciones que habrán de llevar a cabo las comisiones de
control de los Planes, y, como esto es propio de la com­
petencia legislativa de desarrollo y no de la correspon­
diente' a la legislación básica. el precepto incurre en
inconstitucionalidad por infringir los arts. 149.1.17 C.E.
y 17.2 EA.C.

d) Art. 7, apartado 3;,desde «reglamentariamente»
hasta el final. Es inconstitucional en cuanto impide a
la Generalidad fijar reglamentariamente las condiciones
y porcentajes de representación en las comisiones de
control de los Planes y encomienda esta tarea al Eje­
cutivo central.

e) Art. 8, apartado 1, párrafos segundo y tercero.
En la medida en que confieren potestades reglamentarias
al Gobierno, son inconstitucionales por incompetencia.

f) Art. 8, apartado 9. Es obvio que se trata de una
regla no básica y que por ende supera la competencia
estatal de los arts. 149.1.17 C.E. y 17.2 E.A.C. .

g) Art. 9. apartado 4. Concurren en él los mismos
. motivos de inconstitucionalidad expuestos en relación
al apartado 3 del arto 7, dado que atribuye al Gobierno
competencias propias del desarrollo normativo que han
sido asumidas por la Generalidad.

h) Art. 10. apartado 2. Es acreedor de igual
comentario que el anterior.

i) Art. 10, apartado 3. Por ser expresión de un pre­
cepto trpicamente r.eglamentario, como tal no corres­
pondra haberlo dictado al poder central en uso de su
competencia sobre la legislación básica.

j) Art. 11, apartados 1, 3, 5, 7 y 10. Cootravie­
nen los dietados de la Constitución y del Estatuto
(arts. 149.1.17 C.E. y 17.2 E.A.C.), tanto por conferir
en exclusiva al Ministerio de Economra y Hacienda. la
potestad ejecutiva para conceder la autorización previa
necesaria para la constitución de los Fondos de Pen­
siones, como por otorgarle la facultad para abrir y ges­
tionar, igualmente en exclusiva, el que se denomina
Registro Administrativo de Fondos de Pensiones y Enti­
dades Gestoras de Fondos de Pensiones. Al propio tiem­
po, el apartado 10 se halla incurso en, inconstituciona­
lidad por atribuir poderes reglamentarios al Gobierno.
En este punto el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Catalufta se ve en la necesidad de aclarar que, si
bien al tratar de la competencia del art. 9.21 E.A.C. se
dijo que el arto 11 no contenra ninguna medida calificable
como básica, esta afirmación se hizo sólo en función
de las eventuales competencias concurrentes del Estado
y habida cuenta de que en mérito del citado articuló
la Generalidad goza de plenas facultades para ordenar
y regular la totalidad de la materia, lo mismo en sus
aspectos nucleares o esenciales que en los adjetivos
o accesorios, excepto en aquellos puntuales extremos
que pudieran legitimar una intervención estatal, la cual,
sin embargo. siempre estaría basada en trtulos compe-

. tenciales ajenos a la previsión social de carácter volun­
tario y libre. En cambio, ahora, y desde el ángulo que
ofrecen los arts. 149.1.17 C.E. y 17.2 EAC., el Estado
aparece ostentando una competencia más amplia y pro­
yectable sobre todo el conjunto de la Ley, aunque limi­
tada también a fo básico, lo que implica que alguno
de los aspectos organizativos de los Fondos que dis­
ciplina el artículo, que no podrían recibir el calificativo
de básicos a efectos de posibles competencias laterales
o accesorias al objeto de la ley, sr que fo pueden merecer
cuando se parte de la premisa de que el poder central
puede intervenir en ese objeto y, por ello. diseftar la
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estructura básica a que habrá de sujetarse la organi­
zación de los Planes y Fondos de Pensiones.

k) Art. 13. Es inconstitucional por las mismas razo-
nes que el apartado 3 del arto 7. '

1) Art. 14, apartado 2. No es constitucional porque
detallar las funciones de las comisiones de control de
los Fondos no ha de entenderse como materia básica.

11) Art. ·16. En este precepto se observa una con­
fluencia de medidas básicas y de otras que no lo son,
entre las que se han de comprender todas las que otor­
gan al Gobierno la potestad reglamentaria y la realización
de actos de naturaleza ejecutiva, cuales son las con­
tenidas en los apartados 1. párrafo segundo, 2, 4 Y 5,
párrafos primero y cuarto de la letra c), que por esta
causa merecen el reproche de inconstitucionalidad.

m) Art. 17, apartados 2 y 5. Son inconstitucionales
en la medida en que otorgan al Gobierno de la Nación
la facultad de desarrollar reglamentariamente sus pres­
cripciones.

n) Art. 19. apartado 1. letra d). y apartado 2. Su
inconstitucionalidad deviene del hecho de que, tratán­
dose de normas no básicas, su emisión corresponde a
la Generalidad.

ñ) Art. 19, apartados 3. 4. 5. 6, 7, 8 Y 9. También
son inconstitucionales por asignar a la Administración
central facultades de desarrollo reglamentario y ejecu­
tivas. Interesa destacar que, examinado el precepto tanto
desde la vertiente de la ordenación del crédito como
desde la de la Seguridad Social. sólo caben dos opciones:
o lo básico abarca y monopoliza para el poder central
todas las decisiones y actuaciones de contenido eco­
nómico, en cuyo caso podrá hablarse de cualquier cosa
menos de autonomra. o la norma impugnada es uno
de los más claros ejemplos de cómo no hay que legislar
si se quiere seguir manteniendo el modelo de Estado
nacido de la C.E.

o) Art. 20, apartados 1, letra f), 2 y 5. La letra
f) del apartado 1 es inconstitucional por conexión nece­
saria con el arto 11.5, que igualmente lo es. El apartado 2.
en cuanto prevé que para el acceso a la condición de
Gestor de Fondos de Pensiones se debe hacer una noti­
ficación previa al Ministerio de Economra y Hacienda.
ha de reputarse viciado de inconstitucionalidad. El apar­
tado 5 también ha de considerarse inconstitucional en
tanto que c;:onfiere al Gobierno central la facultad de
fijar un máximo en las remuneraciones o comisiones
a percibir por las entidades gestoras como garantra de
los intereses de los partrcipes y beneficiarios de los PIa­
nes de Pensiones. cuando es obvio que de hacer efectiva
dicha garantra concretando aquel máximo se ha de ocu­
par la Generalidad de Cataluña en el ejercicio de sus
facultades de desarrollo legislativo.

p) Art. 21, apartado 4. Se tacha de inconstitucio­
nal por las razones expuestas a propósito del apartado
5 del arto 20.

q) Art. 23, apartados 1, letra a), y 4. Por asignar
competencias de desarrollo normativo al Gobierno de
la Nación, ha de entenderse que vulneran la Constitución
y el Estatuto (arts. 149.1.71 C.E. y 17.2 E.A.C.).

r) Art. 24. Es inconstitucional en su integridad.
pues la inspección de las entidades gestoras y Fondos
de Pensiones. asr como su vigilancia y demás actividades
previstas en el artrculo en relación al cumplimiento de
la Ley, son actuaciones de naturaleza típicamente eje­
cutiva que en el territorio de Cataluña ha de realizarlas
la Generalidad.

s) Art. 25, apartados 3, 4 y 6, excepción hecha de ­
sus enunciados generales o primeros párrafos, y arto 26,
apartados 1, 3 y. 5. Son inconstitucionales por las razo­
nes expuestas- con ocasión de la pretensión principal.
dirigida.,c.Qf)trahl to.wlidad ele la .Ley.

t) Disposición transitoria primera, apartado 4. Se
trata de una norma típica de desarrollo que por conferir,
además, al Ministerio de Economía y Hacienda una facul­
tad de naturaleza ejecutiva se halla afectada de incons-
titucionalidad por incompetencia. .

u) Disposición transitoria pri{Tl8ra, apartado 5. Taor
poco merece por su concreción, naturaleza y detalle el
calificativo de básica, razón por la cual ha de ser con­
tradicha por inconstitucional, con la sola excepción de
las repercusiones de carácter fiscal que establece, las .
cuales sr pueden ser un reflejo de la competencia estatal
del art. 149.1.14 C.E. Tomando esto en consideración,
la inconstitucionalidad que se denuncia afecta al enca­
bezamiento del propio apartado y a sus letras a) hasta
«siendo deducibles••, b) hasta «resultando gasto dedu­
cible.. y c) hasta eegozando el pago de la prima••.

v) Disposición transitoria primera. apartado 6. Son
inconstitucionales 'su primer y último párrafos. El primero
por no contener ninguna medida que pueda concep­
tuarse como básica y el último por residenciar en el
Gobierno de la Nación, sin excepción alguna. la facultad
de dictar las normas de desarrollo que se requieran para ...
su aplicación.

x) Disposiciones finales segunda y tercera. La dia­
posición final segunda es inconstitucional ya que es la
Generalidad de Cataluña, y no el Estado. quien ha de
decidir qué organismos podrán o no promover Planes
de Pensiones. Y la tercera también es inconstitucional
por atribuir al Gobierno. en exclusiva, la facultad de apro­
bar el Reglamento para la ejecución de la ley.

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña solicita sea dic­
tada Sentencia por la que se declare la inconstitucio­
nalidad y consiguiente nulidad de la totalidad de la Ley
impugnada, con las excepciones expresadas en el ante­
cedente 5 de esta resolución y, subsidiariamente. se
declare la inconstitucionalidad de los preceptos reseña­
dos en este antecedente de hecho.

7. El Parlamento Vasco principia su escrito de ale­
gaciones afirmando que la relación entre la Ley estatal
y la Ley autonómica no se rige por el principio de jerar­
qura, de suerte que la legislación del Estado no puede
adentrarse en aquello que aparezca como competencia
exclusiva de la Comunidad Autónoma. Del mismo modo
que toda invasión por la legislación autonómica de las
competencias propias del Estado provocará la nulidad
de la disposición que franqueó tales fronteras de la coor
petencia,. es obligado entender que, si las bases de la
legislación de la Seguridad Social, al igual que la de
la planificación general de la actividad económica y del
régimen jurrdico de la Administración Pública correspon­
den al Estado, el desarrollo o la ejecución de sus servicios
haya de ajustarse a lo establecida por tales bases.

En los supuestas en que, respecto a una misma mate­
ria. la Constitución ha separado una fase de la actuación
normativa en favor del Estado y otra en favor de la Comu­
nidad Autónoma, aparecen los casos de legislación coor
partida con un desdoblamiento en dos momentos del
proceso de normación de la materia de que se trate.
Son los supuestos a que se refiere el arto 149.', dis­
tinguiendo entre las bases, la legislación básica, ljis nor­
mas básicas y el desarrollo o ejecución de los servicios,
de modo que estos últimos quedan en manos de las
Comunidades Autónomas (art. 18.2 E.A.P.V. y demás
referentes a la delimitación competencial contenida en
la Ley de Planes y Fondos de Pensiones, 8/1987,
de 8 de junio) y aquellas en las del Estado.

Sólo el nivel mrnimo obligatorio del sistema público
de la Seguridad Social puede corresponder en su aspecto
básico al Estado, sin perjuicio del desarrollo reglamen­
tario ~~(tj~9Ución de. los s~rvic~~:PQr las..~~rn~':l~dad~s ......
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Autónomas, las cuales tendrán competencia exclusiva
respecto del nivel complementario, ya sea obligatorio'
o voluntario, que como superestructura se añade a la
acción protectora mrnima y básica del sistema de' la
Seguridad Social. de modo y manera que las Comuni­
dades Autónomas únicamente tendrán como Ifmite el
del respeto, al que vendrán obligados en su producción
normativa, de los principios rectores que, en tanto en
cuanto que básicos, serán aplicables al nivel mrnimo de
lá acción protectora, cuya materia esencial. sustancial
o básica corresponderá también al Estado, y del nivel
complementario, en dondelas Comunidades Autónomas
tendrán competencia exclusiva y en donde el Estado
no podrá tratar de imponer unos principios rectores esen­
ciales o fundamentales distintos de los que lo sean para
el nivel mrnimo básico, ya que la Ifnea vertebral del sis­
tema es única.

El propio sistema público de Seguridad Social. al esta­
blecer en su acción protectora un nivel mrnimo y obli­
gatorio que abarca a la práctica totalidad de la dosis
Jund~mental que el Estado ofrece dentro de su oferta
de protección pública, tolera la existencia de esas bolsas
superprotectoras para determinados trabajadores. a tra­
vés de la. instauración de los mecanismos complemen­
tarios de protección del sistema, que tienen, precisa­
mente, como finalidad la de establecer una hiperpro­
tección. Es perfectamente .legrtimo y constitucional el
que en determinados sectores, partiendo, como todos.
de un nivel mrnimo obligatorio de acción protectora de
la Seguridad So~ial. se pueda establecer, a través de
la negociación colectiva, un conjunto de mejoras directas
de ,prestaciones, que se constituyan en un mecanismo
complementario de protección de la Seguridad Social.

Asr lo ha entendido y lo sigue entendiendo el legis­
lador posconstitucional, en tanto que, a través de diversa
normativa, y concretamente a través de la Ley de Planes
y Fondos de Pensiones, pretende regular un aspecto de
la estructura que se corresponde con los regrmenes com­
plementarios de la Seguridad Social, según se ocupa
de especificar el articulo primero de la Ley, al decir en
el núm. 2 que las prestaciones de los Planes de Pensiones
podrán ser complementarias de las de la Seguridad
Social. con lo que se admite el mantenimiento de un
nivel complementario al básico de la Seguridad Social.

Pues bien, son los entes autonómicos aquellos que
pueden proporcionar un cauce a las mejoras voluntarias
de la protección social en la idea de que esta asistencia
complementaria es materia asumible directamente por
las Comunidades Autónomas. En materia de Seguridad
Social lo complementario queda en manos de las Comu­
nidades Autónomas, tal como se deriva de los arts. 10.
23 y 18.2 del E.A.P.V. Sólo "el nivel básico y mrnimo
del sistema de la Seguridad Social debe edificarse sobre
intereses o estructuras estatales, asegurando una homo­
geneidad social básica. La Ley de Fondos y Planes de
Pensiones no solamente regula aspectos relativos al con­
tenido de las mejoras complementarias de la protección
social. sino también el ámbito subjetivo organizativo de
las mismas, lo cual no puede nunca quedar en manos
del nivel estatal de competencias en materia de Segu­
ridad Social.

En definitiva, la Ley de Planes y Fondos de Pensiones
pretende llevar a cabo la re~ulaclón de lo que sean las
prestaciones complementanas de la Seguridad Social
y esto no es posible verificarlo desde el poder central.
pues se trata de una competencia exclusiva de la Comu­
nidad Autónoma del Pars Vasco por obra de la Cons­
titución de 197'8 y de su Estatuto de Autonomra. Por
lo demás, pretende llevar a cabo también la regulación
de las entidades pestoras que asuman el riesgo de tales
mejoras voluntanas de la Seguridad Social, y esto tam-

_·..~poco~s pgsible,..por ·culntg.'1U8.Ja~tenoia..sobre

las Mutualidades no integradas directamente en el sis­
tema de la Seguridad Social es asumible directamente
por las Comunidades Autónomas, de modo que cuando
tales Mutualidades, entidades o instituciones actúen en
relación con la previsión social complementaria habrán
de estar únicamente a lo que para las mismas dispongan·
las correspondientes Comunidades Autónomas. sin que
sea posible admitir como legrtima la regulación que hace
la Ley de Planes y Fondos de Pensiones de las entidades
gestoras de los sistemas de empleo que, en definitiva, .
no son sino unas, fórmulas de estructuración de las lla­
madas prestaciones mejoradas de la Seguridad Social.
impuestas voluntariamente.

8. Junto a la impugnación de la Ley basada en la
reivindicación competencial que se acaba de describir
en el antecedente de hecho anterior. el Parlamento vasco
cuestiona también la constitucionalidad de toda la Ley
o parte de ella por vulnerar determinados preceptos
constitucionales en los términos que se describen a
continuación:

Se impugna la Ley en su totalidad por considerarla
contraria a lo dispuesto en el arto 41 C.E.• en conexión
con los arts. 21, 181 y siguientes de la L.G.S.S. y con­
cordantes de la Orden de 28 de diciembre de 1966.
Ello porque la Ley privatiza el régimen de las mejoras
voluntarias, al margen de lo dispuesto en la normativa
citada. que las consideraba integradas en el de las pres­
taciones de Seguridad Social, vulnerado el mandato con­
tenido en el arto 41 C.E.

Las impugnaciones parciales de preceptos de la Ley
afectan a los siguientes:

a) Art. 24.3, po~ contradicción con los arts. 9.2 y 3;
33; 66.2; 103.1 y 128.2 C.E. El referido precepto, al
regular la intervención de los Fondos y entidades ges­
toras por parte del Ministerio de Hacienda, establece
un mecanismo de restricción de la actividad de los par­
ticulares, que es arbitrario por no ser precisa motivación
alguna y estar exceptuado del control judicial, con lo
que se desconocen principios elementales que presiden
la actuación administrativa y que han recibido respaldo
constitucional.

b) Art. 16.5, por contradicción con los arts. 1.1; 9.2;
14; 24; 38; 41; 53.1 y 2; 103.1 y 106.1 e.E. La norma
en cuestión introduce una especie de presunción de abu­
sividad de los supuestos de agrupación de sociedades
que carece de todo fundamento y que, al venir esfa.
blecida en la Ley, no autoriza la intervención de los Tri­
bunales de Justicia para comprobar su acaecimiento.
Por ello se ha de entender vulnerada la presunción de
inocencia del arto 24.2 e.E. y el principio de igualdad
(arts. 14 y 9.2 C.E.), al carecer este trato desigual de
las sociedades agrupadas de toda justificación objetiva
y razonable. Por otra parte, las interdicciones contenidas'
en el precepto impugnado recortan la actividad econó­
mica legrtima de las sociedades agrupadas, con lo que
se vulnera el arto 38 C.E.. al no fundarse en razones
mrnimamente atendibles de defensa de intereses gene­
rales (arts. 103.1 Y 106.1 e.E.).

c) Art. 11.3 de la Ley. por contradicción con los
arts. 1.1; 9; 33.3; 41; 53.1; 103.1 y 106.2 e.E. El refe-
rido precepto, en cuanto impone la necesidad de auto­
rización administrativa como presupuesto necesario al
ejercicio de una actividad privada, sin justificación sufI­
ciente de tal intervención, recorta innecesariamente el
derecho de los particulares, que puede ser obstaculizado
por criterios arbitrarios o de oportunidad contrarios al
principio de legalidad y respeto a los intereses generales
que debe inspirar la actuación de la Administración
(art. 103.1 C.E.). Adicionalmente, la exención de respon­
sabilidad de la Administración contraviene preceptos
constitucionales que .garanti~n Wla..eJltmlJ1ltal fA~u1teA . '~' ..'
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de. control del actuar administrativo en cuanto lesione
injustificadamente. los derechos de los administrados
(art. 106.2 C.E.).

. d) Art. 20.1 de la ley, por infracción de los arts. 9.2;
38; 129.2 y 143.1 de la C.E. la infracción de los pre­
ceptos citados se producirá por restringirse la posibilidad
de que desempeñen la función de entes gestores de
los Fondos. de Pensiones, únicamente, a las sociedades
anónimas. Entien~e la Comunidad recurrente que, de
este modo, se recorta la actividad de otras modalidades
societarias -las cooperativas, en concret<r- respecto
de las cuales existe un compromiso de fomento de la
actividad cooperativa en la propia Constitución
(art. 129.2 C.E.) y se desconoce la realidad económica
del País Vasco, en la que abunda la actividad cooperativa
infringiéndose, por este concepto. el art. 143.1 C.E. TOdó
ello, además, introduce un injustificado recorte de la ini­
ciativa económica de estas entidades que, a su vez, con­
traría el arto 38 C.E. y, por estar carente de justificación
objetiva y razonable, vulnera también el principio de
igualdad (art. 9.2 C.E.).

En atención a los motivos expuestos, solicita la Comu­
nidad recurrente que este Tribunal dicte Sentencia en
la que se declare la inconstitucionalidad de la ley en
su totalidad o. subsidiariamente, de los arts. 5.1.b); 11.1),
3 y 5; 16.1,2 y 5; 19.4.5,6,7,8,9; 20.1 Y 2; 24;
25 y 26 de la ley 8/1987.

9. La representación del Gobierno de la Nación. en
escrito registrado el 19 de noviembre de 1987, formuló
sus alegaciones. oponiéndose a la estimación de los
recursos en atención a los siguientes argumentos:

En primer lugar, y como apreciación preliminar, afirma
que, con independencia de la naturaleza que quepa atri­
buir a la institución regulada en la ley 8/1987, debe
tenerse presente que el contenido de las reglas legales
abarca solamente a aspectos financieros y tributarios
que, además. tienen antecedentes inmediatos en la
Ley 46/1984, de 26 de diciembre, que regula las
instituciones de inversión. colectiva. Esta última ley no
fl!e impugnada en su momento por ninQuna de las Comu­
rlldades recurrentes, lo que constituye un indicio
consistente de la titularidad estatal de la competencia
reguladora ejercitada. Entrando ya en los títulos com­
petenciales esgrimidos por las Comunidades Autóno­
mas, sostie!1e que, en principio, la materia regulada en
la Ley no tiene cabida en ninguna de las competencias
asumidas por ambas Comunidades en sus respectivos
Estatutos de Autonomía, al no tratarse de ceSeguridad
Social)), ni de mutualismo libre integrado en ella. No es
Seguridad Social, dado el componente privado y volun­
tario de esta regulación. y tampoco pueden equipararse
los Planes y Fondos de Pensiones con Mutualidades
libres, debido a la muy diversa naturaleza de unas y
otras instituciones. Tampoco es posible considerar a
estas instituciones como manifestación de la actividad
aseguradora. Por todo ello. concluye que debe enten­
derse aplicable a este caso la regla de competencia resi­
dual d~1 Estado establecida en el arto 149.3 C.E. Pero,
incluso si se desestimara esta alegación. tampoco que­
daría deslegitimada la intervención reguladora del Estado
al existir títulos competenciales propios que la amparan,
,que desglosa en relación con cada uno de los preceptos
impugnados. Sin embargo, para proceder a este análisis,
dada la muy diversa estructura de los recursos acumu­
lados. estima más adecuada una aproximación por
separado.

10. En relación con el recurso interpuesto por el .
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña destaca,
en primer lugar, la imposibilidad de mantener la técnica
elegida para impugnar los preceptos, puesto que tan
sólo salva cerestos)) de los mismos que, suprimida la parte

de la norma que se considera que ha invadido sus com­
petencias, resultan ininteligibles.

Por lo que 8e refiere a los títulos competenciales que
a.m~aran la intervención del Estado, estima que son los
siguientes:

a) 'El capftulo VIII de la ley, así como la disposición
adicional primera, la transitoria primera y la final primera
quedan al amparo de la competencia estatal prevista
en el arto 149.1.14 C.E., ((Hacienda General)). al tratar
todas ellas del régimen fiscal de los Fondos de Pensiones
y de distintas vicisitudes jurídicas relacionadas con los
mismos. AI~o parec!do suc~de con el art..5.3 de la ley,
en cuanto fiJa un límite máXimo de aportación por unidad
familiar con efectos puramente fiscales. Y. en general,
con el conjunto de la misma. puesto que ésta puede
s~r entendl~a. como definidora ccdel conjunto de requi­
SitoS y condiCiones para acceder al goce de un régimen
tributario especiab).

b) En relación con el capítulo 11 de la ley (arts. 5
a 7), responde al recurso del Cons.ejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña siguiendo paralelamente los
argumentos de éste:

Suponiendo que, efectivamente, la norma abordase
una materia calificable como de ((Seguridad Sociab), el
arto 5.1 b), al implantar et régimen de capitalización, está
fijando un criterio básico del régimen financiero de
la Seguridad Social, amparable por lo dispuesto en el
arto 149.1.17 C.E.

De manera semejante sucede en relación con el
arto 7.2 de la Ley impugnada. al atacar el sistema de
competencias de las comisiones de control de los Planes,
que considera rasgo esencial de las mismas, que debe
ser común en todo el territorio nacional, y con el último
inciso del arto 7.3. porque las determinaciones esenciales
sobre condiciones y porcentajes de representación del
promotor (,J promotores, partícipes y beneficiarios
son materias básicas a la luz de lo dispuesto en el
arto 149.1.17 C.E. La misma argumentación es válida
para defender la constitucionalidad del arto 9.4 y la de
los arts. 10.3 y 14.2.

Por último, el art. 10.2 establece normas de régimen
económico cuya regulación -de estimarse la materia
como integrada en el ámbito de la ((Seguridad Sociab­
correspondería en exclusiva al Estado (art. 149.1.17 C.E.).

c) En relación con el capítulo IV de la Ley y frente
a la impugnación de su arto 11 (apartados 1, 3, 5, 7
y 10), estima la representación del Estado que el referido
precepto se atiene a la naturaleza de proyecto econó­
mico-financiero que tiene el Fondo en el momento de
su constitución. Las raglas en cuestión tratan de garan­
tizar su estabilidad y viabilidad. de ahí que puedan inser­
tarse sin dificultad en las competencias estatales pre­
vistas en los apartados 11 y 13 del art. 149.1 C.E. Razo­
nes de homogeneidad de estas instituciones. dada su
incidencia en el mercado nacional de capitales, justifican
también las reglas sobre personificación de aquéllas y
las referidas a la existencia de entidades gestoras y Depo­
sitarias, que son su consecuencia necesaria.

la llamada al Reglamento prevista en el art. 13, en
cuanto destinada a regular el régimen económico de
estas instituciones, estaría amparada por lo dispuesto
en el art. 149.1.17 C.E.

d) Respecto del capítulo V. su intenso contenido
económico-financiero justifica su inclusión en los títulos
competenciales previstos en el art. 149.1.11 y 13 C.E.
En especial, esta justificación ampara las sucesivas lla­
madas al Reglamento contenidas en el referido capítulo,
en cuanto s~ trata de establecer medidas de política
económica y financiera con repercusión en todo el mer­
cado, que pueden ser calificadas como básicas.
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Las impugnaciones del arto 19 descansan en el previo
rechazo de la cOQlpetencia estatal para establecer que
los Fondos carecerán de personalidad jurídica (art. 11).
de ahf que puedan servir para dicho precepto los argu­
mentos utilizados en relación con el arto 11. la llamada
al Reglamanto que efectúa· este arto 19 resulta válida
al amparo de lo dispuesto en el arto 149.1.17 C.E. (si
se considerase que se trata de régimen económico de
una instituaón de Seguridad Social) o en el arto 149.1.
apartados 11 y 13. pues no puede ser sino básica la

. unificación de normas contables o de requisitos de las
auditorfas.

Las referencias al Ministerio de Economía y Hacienda
como receptor de información. contenidas en los apar­
tados 1. d). 5. 7. 8 Y 9 del arto 19. son instrumentales
y satisfacen un interés de la Administración. que no pue­
de serie negado y de hecho no le es negado ni siquiera
por las Comunidades recurrentes. Lo mismo cabe decir
en relación con las posibilidades de difundir información
que asisten al Ministerio citado y con las de ordenar
auditorfas externas. como sistema de recabar la infor­
mación que previamente se ha legitimado.

e) Los arts. 20 a 23 de la Ley (capftulo VI) se refieren
a las entidades gestoras y depositarias y. frente al argu­
mento del Consejo Ejecutivo de la Generalidad ~ue
reproduce la tesis del exceso efe competencia estatal
al imponer que los Fondos carezcan de personalidad
jurldica. regla-ésta de la que las ahora impugnadas son
consecuencia-. la representación del Estado reproduce
los argumentos expuestos al analizar el precepto del que.
entiende. derivan aquéllos (el art. 11 de la Ley).

El apartado 2 del arto 20 impone la obligación de
notificar al Ministerio de Economfa el acceso de las enti­
dades de previsión social a la gestión de los Fondos.
En cuanto puede sUPOnerse que éste es un requisito
de acceso a una actividad profesional. quedarfa ampa­
rada esta regla y la propia competencia del Ministerio
en el titulo competencial previsto en el arto 149.1.30 C.E.

El arto 20.6. en CUBnto faculta al Gobierno a fijar topes
máximos de contraprestación por la actividad gestora
de los Fondos. en cuanto constituye una limitación
a la autonomfa privada en el tráfico mercantil. puede
considerarse integrada en el titulo competencial ex
arto 149.1.6 (<<legislación mercantil»). la misma argu­
mentación puede extenderse a lo dispuesto en el
arto 21.4.

Los apartados 2. 5 y 6 del arto 21 son manifestaciones.
también: de competencias estatales. ya se considere que
incumben a materias estrictas de ~uridad Social
(en cuyo caso se tratarla de preceptos atinentes al régi­
men económi~o de éSta. arto 149.1.17 C.E.). ya se con­
sidere que inciden en las relaciones mercantiles entre
Fondos, sociedades gestoras y sociedades depositarias
(en cuyo caso el titulo habilitante sería el previsto en
el año 149.1.6 C.E.).

El mismo arto 149.1.6 C.E. ampara la intervención
del Estado regulada en los arta. 22 y 23, no ya en cuanto
consecuencia. de lo previsto en el art. 11 (la ausencia
de personalidad jurldica del Fondo) sino en atención a
su contenido intrfnseco. Lo mismo cabe decir en relación
con el apartado 4 del aft. 2~, en cuanto su contenido
-más complejo- halla amparo paralelo en los tftulos
competenciales previstos en el arto 149.1, aparta­
dos 11 y 13.

f) La representación del Gobierno aborda a conti­
nuación las impugnaciones centradas en el capftulo VII
de la Ley. dedicado al control administrativo y las facul­
tades sancionadoras de la Administración. En relación
con las facultades de intervención de empresas reco­
nocidas al Ministerio de Economfa. la conexión de este
precepto (aft 24.3) con las reglas previstas en los arts.
128 y. 38 C.E. reconduce su contenido a lo d.ispuesto

en el art. 149.1.1 C.E., asf como en los apartados 1.1
y 13 del referido precepto constitucional. En aplicación
de la doctrina sentada en ta STC 111/1983 (fundamento
jurídico 10), entiende el Abogado del Estado que es posi­
ble reconducir a la Administraci6n central las facultades
de intervención de empresas cuando las repercusiones,
econ6micas o' financieras de las circunstancias con­
currentes así lo aconsejen, sin perjuicio de que las Comu­
nidades Autónomas puedan proceder a la intervención
de empresas en ciertos casos. dentro de los márgenes
que .marque la legislación estatal (art. 10.1.3 EA.C.), al
tratarse de una competencia diversa de las previstas
en los arts. 9.2 y 17.2 EA.C.

Del arto 25 (apartados 3, 4 y 5) se recurre la deter­
minación de conductas sancionables y el Abogado del
Estado argumenta que puede perfectamente asumirse
una intervención «básica» en materia de iUcitos admi­
nistrativos que concrete los tipos. determinados tipos
(art. 149.1.1 C.E.), sin perjuicio de que las Comunidades
Autónomas pudieran --caso de que dicha competencia
les fuese reconocida- desarrollar o adaptar los iUcitos
en el marco diseftado por las normas estatales. Parecidos
argumentos cabe esgrimir respecto de la competencia
de fijación de sanciones que el Estado ha ejercitado en
el arto 26 de la Ley impugnada. En relación con el reco­
nocimiento de la competencia sancionadora al Ministerio
de Economía y Hacienda, tal reconocimiento es posible
(STC 95/1986) en cuanto resulta imprescindible para
asegurar el cumplimiento de la legislación básica en el
sector, de forma homogénea para todo el territorio
nacional.

g) la disposición final segunda. al prever la trans­
formación en promotoras de Planes de Pensiones de
entidades preexistentes, no puede considerarse que ,
vulnere ninguna competencia autonómica, en especial,
porque sólo admite como eeposible» que asuman esta
funci6n las Comunidades Autónomas, sin imponer obli­
gaciones estrictas.

No puede consideral'$8 e?<cesivo el reconocimier.to
de la potestad reglamentaria del Estado que hace la di~·
posición final tercera, dacia la noción material de cebasesb
que prevalece en el conjunto de la doctrina constitu­
cional. De producirse excesos de regulación, deberá
aguardarse a la redacción del Reglamento de ejecución,
sin que sea posibte, en previsi6n de posibles excesos, .
",!egar una facultad, por lo demás. perfectamente legí­
tima.

11. Frente al recurso interpuesto por el Parlamento
Vasco, en cuanto impugna la Ley por motiv(>s ajenos
al orden de competencia. el Abogado del Estado con­
sidera ajustados a la Constitución los preceptos afec­
tados por los siguientes motivos:

a) El arto 11.3. en cuanto establece un sistema de
autorización previa. no puede considerarse contrario a
la Norma fundamental, pues la. autorizaci6n puede ser
un mecanismo legítimo de imposici6n de los intereses
generales en el ejercicio de la libre iniciativa consagrada
en el arto 38C.E. Tampoco se wlnera precepto cons­
titucional alguno por la exclusión de responsabilidad
administrativa a consecuencia de la autorizaci6n. Esta
regla es una reiteración del régimen lega'l de respon­
sabilidad (arts. 9.3 y 22 de la Ley) y. en todo caso. la
Administración se limita a enjuiciar un proyecto finan­
~iero. recayendo ~a responsabilidad derivada de la ges­
tl6n de los Fondos sobre los órganos internos con com­
petencia para asumirla.

b) El· arto 16.5 -reproducción literal del arto 4.6 de
la Ley de.Instituciones de Inversión Cofectiva- no puede
conSiderarse que wlnera ni el orden de distribuci6n de
funciones entre el poder ejecutivo y el judicial, ni el dere­
cho a la presunción de inocencia. El precepto contiene
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una definición basada en·datos de la realidad y no existe
ningún impedimento constitucional para que el legisla­
dor elabore definiciones que. como en este caso, tienden
a I1reservar la estabilidad del sistema financiero sobre
la base de indicios razonables de dominio de una socie­
dad por otra. De ahr que no pueda considerarse vul­
nerado el principio de presunción de inocencia.

c) El arto 20.1 es impuQnado en cuanto limita a las
sociedades anónimas la posibilidad de ser entes gestores
de Fondos de Pensiones. vulnerando -se afirma- los
arts. 9.2. 38, 129.2 Y 143.1 C.E. Para el Abogado del
Estado no existe tal reserva de competencia en favor
sólo de las sociedades anónimas, puesto que es posible
que entidades aseguradoras de otra naturaleza -como
las cooperativas- ,desarrollen esta función y es perfec­
tamente razonable esta reserva de competencia, habida
cuenta las peculiaridades del tipo social escogido.

d) El arto 24.3 se estima inconstitucional porque
establece una facultad discrecional e incontrolable de
la Administración de intervenir empresas. Entiende el
Abogado del Estado que, de conformidad con la doctrina
establecida en la STC 111/1983, es posible esta
intervención en la medida en que reúna determinadas
condiciones de respeto al principio de legalidad
(art. 103.1 C.E.). No cabe duda de que concUrre el res­
peto al principio de le(Jalidad. en cuanto implica que
la intervención sea previsible, mensurable y controlable.
Es controlable la intervención porque siempre es posible
utilizar las vfas administrativas y jurisdiccionales
establecidas frente a la actuación administrativa
(art. 106.1 C.E.). Puede ser considerada previsible, pese
a que no se especifiquen los supuestos concretos de
intervención (dada la variedad posible de éstos), en la
medida en que tal intervención no puede ser acordada
de manera irracional, sino como consecuencia de la acti­
vidad inspectora y de información reconocida al Minis­
terio de Economra, mencionada expresamente en este
precepto. De otra parte, la intervención no es posible
si no es de acuerdo con las exigencias del interés general
(art. 128.2 C.E.). Por último, es mensurable dadas las
garantras procedimentales de las que viene rodeada
[arts. 105 c) C.E. y 91 de la L.P.A.. además de los pre­
ceptos citados con anterioridad] y la necesidad de moti­
vación. Cumplidos estos tres requisitos y descartada la
equivalencia entre discrecionalidad e inmunidad de la
Administración, no pueden considerarse infringidos los
preceptos constitucionales que cita.

En atención a todo lo expuesto, solicita al Tribunal
que dicte Sentencia desestimatoria de IQs recursos de
inconstitucionalidad planteados por el Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña y el Parlamento Vasco.

12. En providencia de 25 de noviembre de 1997,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el dra 27 siguiente.

11. Fundamentos juñdicos

1. .Todo proceso, y éste -donde se han acumulado
dos recursos de inconstitucionalidad- lo es, presenta
una estructura dialéctica entre la pretensión y la opo­
sición, cada una con su causa de pedir. Aqur. por razón
de la expresada acumulación, confluyen dos institucio­
nes de sendas Comunidades Autónomas con sus res­
pectivas pretension"es. parcialmente coincidentes. Tanto
el Parlamento vasco como el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña impugnan la Ley en su totalidad
por considerar que con ella el legislador estatal ha inva­
dido sus correspondientes esferas competenciales.

Sitúan la institución regulada en la Ley 8/1987, de
Planes y Fondos de Pensiones. dentro de dos ámbitos
materiales ordenados subsidiariamente: se trata de regu-

lar una materia de «Seguridad Social») o de una materia
de ((Previsión Social complementaria••. Como quiera que
se fundamente esta adscripción material -predominan­
do en el recurso del Parlamento vasco la primera de
las apreciaciones y la segunda en el del Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña--, existe un elemento
común a ambos recursos: el aserto de que, puesto que
la institución (cPlanes y Fondos de Pensiones)) pertenece
al área material que se defiende. todo el contenido de
la Ley se mueve en ese plano material y con arreglo
a él debe ser valorado y, por ello. debe concluirse que.
en sus respectivos territorios, la competencia es de la .
Comunidad Autónoma de Cataluña (art. 9.21 E.A.C.) o
de la de' Pars Vasco (arts. 10.23 y 18.2 E.A.P.V.).

Frente al encuadramiento competencial que las
Comunidades Autónomas realizan del objeto de la Ley
que impugnan. el Abogado del Estado mantiene que
aquélla es, en esencia, una norma de regulación de los
aspectos financieros de la institución ccPlanes y Fondos
de Pensiones») y, como tal, es una norma ccagnóstica»)
respecto de la naturaleza última de ésta, que deja impre­
juzgada ante la trascendencia que, para el mercado de
capitales, pueden llegar a tener los Fondos acumulados,
y. subsidiariamente, es posible entender que toda la Ley
está orientada a delimitar los requisitos para que las
instituciones reguladas disfruten. de un régimen fiscal
favorable. Para él la intervención legislativa del Estado
encuentra apoyo en la cláusula residual de competencia
del arto 14.9.3 C.E.• en el caso de que se entienda que
la materia regulada en la Ley impugnada no cuadra en
las competencias autonómicas aducidas de contrario.
y, de concluirse que dicha materia encaja en alguno
de los trtulos autonómicos, la intervención del legislador
estatal se legitima en los trtulos competenciales previstos
en el arto 149.1, apartados 11 y 13, o bien -para el
caso de que se considerase que es una norma fiscal­
en el apartado 14 del mismo precepto constitucional.

El anterior planteamiento se complica cuando. a la
impugnación global de la Ley. las dos Comunidades Autó­
nomas recurrentes añaden como pretensión subsidiaria
la de aislados preceptos de la misma, para cuya fun­
damentación invocan distintos' trtulos competenciales
propios. frente a los que el Abogado del Estado esgrime
los de éste, trtulos que serán puestos de manifiesto en
esta Sentencia a medida que vayan siendo analizadas
las impugnaciones singulares de los distintos preceptos
cuestionados.

Finalmente, está presente en el recurso del Parlamen­
to vasco una impugnación global de la Ley por razones
no competenciales, al entender que su contenido vul­
nera, globalmente, el diseño constitucional del modelo
de Seguridad Social y. subsidiariamente y en relación
con alguno de sus preceptos, porque en ellos se con­
templan actuaciones de los poderes públicos que ten­
dencialmente desconocen garantfas constitucionales, ya
sea con el rango de derechos fundamentales y libertades
públicas. ya con el de reglas o princip'ios vinculantes
del obrar de la Administración, ya. por ultimo, como fór­
mulas de interdicción de la arbitrariedad de los poderes
públicos. Por este camino argumental se orienta; en esen­
cia, el recurso interpuesto por la representación del Par­
lamento vasco.

2. Delimitado el marco dialéctico en el que hemos
de movernos para la resolución de la controversia. por
asr haber quedado diseñado en virtud de las pretensiones
de las partes y de sus respectivas razones de pedir. resul­
ta menester precisar, antes de abordar la decisión de
la contienda, que la Ley 30/1996, de 8 de noviembre.
para la Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados
(que, a su vez, es discutida por el Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña en el recurso de incons­
titucionalidad núm. 453/97" donde no se pone en
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cuestión la materia propia de la ley aquí impugnada).
en su disposición adicional undécima. ha modificado en
profundidad la de Planes y Fondos de Pensiones objeto
de este proceso. suprime y deroga preceptos de dicha
ley [arts. 4.1 c) y 27 c)l redacta de nuevo otros [arts. 4.1 a).
5.3; 8.1. párrafos 2.° y siguientes. y 5 y 6; 8.2; 9; 15;
16.3 y 5; 19.1; 20.1 a): 24; 25: -26: 27 b) y 28.3; dis­
posiciones adicionales primera. segunda y tercera; dis­
posiciones finales primera y segunda] y añade algunos
nuevos (arts. 5.4: 7.4 y 20.6). incluso un capítulo entero
(el IX -tlrts. 31 a 36-) sobre «Medidas de intervención
administrativa».

. Tal modificación de la Ley destinataria de nuestro
enjuiciamiento (la de Planes y Fondos de Pensiones en
su versión original de 1987) no priva de objeto a los
presentes recursos de inconstitucionalidad en cuanto
mediante ellos se discuta la atribución de competencias
sobre la materia. Es nuestra doctrina que (e1a función
de preservar los ámbitos respectivos de competencia (...)
no puede quedar automáticamente enervada por la modi­
ficación de las disposiciones cuya adopción· dio lugar
al litigio cuando aquéllas· exigen aún. porque asr lo
demandan las· partes (...). una decisión jurisdiccionab)
que constate «si se verificó o no la extralimitación com­
petencial denunci,da» y precise «su definición consti­
tucional y estatutaria» (55fC 182/1988. fundamento
jurídico 1.°. y 194/1994. fundamento jurídico 2.°). En
otras palabras. partiendo de la base del carácter concreto
de la reclamación competencial. el objeto procesal per­
manece pese a los cambios legislativos cuando se trate
de una competencia controvertida (5TC 248/1988. fun­
damento jurídico 2.°). Los anterior~s criterios son tam­
bién de aplicación cuando. como aqur es el caso. se
trata de recursos de inconstitucionalidad con fundamen- .
to en incompetencia. porque también en ellos habrá de
tenerse en cuenta si se produjo en su momento alguna
extralimitación compétencial (5TC 43/1996. fundamen-
to jurrdico 3.°). .

Ahora bien. la aplicación de tales criterios a los recur­
sos deinconstitucionalidad en la citada 5TC 43/1996.
que se reitera en las 55TC 96/1996 (fundamento jurí­
dico 31) y 61/1997 (fundamento jurídico 3.°). no debe
hacer perder la perspectiva y ser acogida de forma acrí­
tica en todas las ocasiones en que sea derogado o modi­
ficado el precepto legal objeto de un recurso de incons­
·titucionalidad cuya impugnación se sustente en una sedi­
cente extralimitación competencial. El hecho de que el
fundamento de la pretensión pueda ser en ambos casos
:-conflicto y recursos- el mismo. no permite olvidar la
distinta naturaleza y función de ambos tipos de procesos
constitucionales y. en especial, el carácter abstracto del
control que se opera en los segundos. Habrá de estarse
a las. circunstancias en cada caso concurrentes para
determinar si la controversia competencial suscitada en
un recurso de inconstitucionalidad pervive y si. por lo
tanto. resuha necesaria una resolución sobre el fondo.
«puesto que. en suma. "la solución ha de venir dada
en función de la incidencia real. de la derogación. no
de criterios abstractos· (STC 385/1993. fundamento
jurídico 2.°). lo que puede deparar. según los casos. que
se entienda extinguido el objeto (cfr.• STC 96/1996.
fundamentos jurídicos 15 y 28; ATC 288/1996») -STC
61/1997. fundamento jurídico 3.°_.

Pues bien. la amplia modificación que en la Ley objeto
de nuestro enjuiciamiento ha sido operada por la dis­
posición adicional undécima de la Ley 30/1995 no altera
la disputa competencial qué subyace en la interposición
de los recursos de inconstitucionalidad que aqur resol­
vemos. pues la reivindicación de competencias que
hacen las Comunidades Autónomas actoras afecta a la
glObalidad de la Ley en cuanto tal.

3. A la vista del planteamiento dialéctico ya expues­
to. la clave de bóveda de nuestra respuesta ha de venir
determinada por la naturaleza que se atribuya ala mate­
ria regulada en la Ley impugnada. Es claro que. en un
proceso como el presente. situar la institución objeto
de reclamación competencial dentro de un determinado
ámbito material es. por regla general. un paso impres­
cindible para referirla a algunos de los titulos campe­
tenciales enunciados en el art. 149 C.E. y concordantes
de los respectivos Estatutos de Autonomra y. por ello.
esta cuestión no constituye un mero ejercicio teórico.
Es. por el contrario. presupuesto imprescindible para
comprender la esencia misma de ambos recursos.

En el primer fundamento jurrdico de esta resolución
ya hemos señalado tos ámbitos materiales en que las
dos Comunidades Autónomas recurrentes localizan las
instituciones djsciplinadas en la Ley 8/1987 y los títulos
que invocan para atraer hacia sí la competencia para
su exclusiva normación. También hemos expuesto aur
cuál es la postura del Abogado del Estado. Es ahora
el momento de precisar más y afirmar que el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña sostiene que
la primera y principal finalidad perseguida por la Ley
que discute es alcanzar unos concretos objetivos de pro­
tección social abordando la regulación de una nueva
institución de previsión que faltaba en nuestro ordena­
miento juridico. cuales son los denominados Planes y
Fondos de Pensiones. Ese objetivo de previsión social
es el predominante. sin que sobre él puedan sobrepo­
nerse las connotaciones económicas o financieras de
la institución. No se protege para obtener. recaudar o
controlar Fondos. sino que éstos se obtienen. recaudan
o controlan para proteger. La financiación es un instru­
mento para la previsión social y no a la inversa. Por
su parte. el Parlamento vasco afirma que la Ley de Planes
y Fondos de Pensiones pretende regular una institución
complementaria de la Seguridad Social. no sólo en su
contenido sustantivo sino también en el aspecto orga-
nizativo. .

El representante del Gobierno de la Nación entiende
que en la Ley existen dos planos que no deben ser mez­
clados y que sitúan el conflicto en sus verdaderos tér­
minos: aunque la Ley tiene unos objetivos marcados
-uno de los cuales hace expresa referencia a las ins­
tituciones de previsión social. conectadas de forma direc­
ta con los ámbitos materiales a que hacen referencia
los arts. 41 y 50 C.E.-. su contenido no se corresponde
con esa finalidad de re$Jular exhaustivamente una ins­
titución de previsión social. en su estructura organizativa
y en las diversas modalidades de protección. Para él.
la Ley 8/1987 es fundamentalmente una norma de regu­
lación de los aspectos financieros de la institución y.
en forma subsidiaria. de los fiscales. sosteniendo. como
ha ya quedado dicho. que se trata de una norma «ag­
nóstica.. sobre la naturaleza de la institución que dis­
ciplina.

El desarrollo argumental de los recursos pone de
manifiesto el carácter poliédrico de la institución regu­
lada. que justifica tan diversas v¡aJoraciones sobre la
misma. Para ponerlo de relieve. convendría sintetizar
brevemente las Uneas maestras del contenido de la
Ley 8/1987.

4. Desde su mismo trtulo -Planes y Fondos de Pen­
siones..- la Ley permite distinguir en abstracto; pero
sin olvidar nunca su interconexión. dds áreas matenales
diferenciadas. La primera -los «Planes de Pensiones»-.
consiste en un acuerda contractual de estructura com­
pleja. con la finalidad de garantizar. como causa misma
del consentimiento de voluntades. la percepción por los
beneficiarios de una serie de prestaciones económicas
cuando se produzcan los acaecimientos previStos para
su percepción (art. 1). Como parte de ese acuerdo. han
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de definirse las posiciones subjetivas de los diver- Sin embargo, no es un precepto apto para atribuir o
sos implicados en el mismo (art:' 3 en conexión con el distribuir competencias, ni para decantarse Jtn favor de
arto 6), las prestaciones a dispensar en el seno de cada unos o de otros centros de decisión entre cuantos inte-
Pldn a los sujetos beneficiarios [arto 6.1 e) en conexión gran el modelo de articulación del Estado dtseñado en
con el arto 1J, las obligaciones asumidas por cada uno el Trtulo VIII de la Constitución. Es por ello un precepto
de los sujetos implicados en el acuerdo (art. 6.1), y, final- neutro que impone los compromisos a que se ha hecho
mente, las condiciones financieras y actuariales que referencia a los'ccpoderes públicos», sin prejuzgar cuáles
harán viable al propio Plan (art. 6.1 en conexión con puedan ser éstos, simplemente porque no es tal su fun-
el capftulo 111). Todo ello bajo la supervisión de órganos ción.loscriterios de individualización de tales instancias,
especfficos -las Comisiones de COQtrol de los Planes como centros competenciales aptos para asumir los
(art. 7)- que velarán por el estricto cumplimiento de compromisos que les impone la Constitución, no están
las cláusulas del acuerdo. en este precepto y han de buscarse en su lugar propio,

la segunda de estas áreas materiales, los ccFondos el Tftulo VIII de la Constitución.
de Pensiones)), se vincula con la creación de masas patri- Por otra parte, que sea eeSeguridad Sociah) no es dedu-
moniales destinadas a gestionar las aportaciones de los cible por sf solo del tenor del arto 41 C.E. Como en
diferentes Planes (art. 10), pero no susceptibles de con- relación con otras tantas instituciones ya se ha dicho,
fundirse con ellos. Como tales patrimonios instrumen- conviene recordar aquf que no es posible partir de la
tales adquieren autonomCa respecto de los Planes que consagración constitucional de un único modelo de
se integran en ellos y esa autonomfa se manifiesta en Seguridad Social. como las Comunidades Autónomas
numerosos aspectos de su régimen jurfdico: la posibi- de Cataluña y el Pafs Vasco parecen creer. La Cons-
Iidad de que un Plan se adscriba a Fondo distinto de titución, y más cuando se trata de una materia como
aquél en que originariamente estaba integrado (art. 10.1), la Seguridad Social. no pretende imponer un único mode-
los requisitos de funcionamiento del Fondo mismo, como lo. Consagra una institución protegiéndola contra alte-
masa patrimonial (art. 11.2), la autonomfa de creación raciones que puedan desnaturalizar su esencia, pero no
del Fondo respecto de los Planes que puedan integrarse cierra posibilidades para la evolución del' sistema de
en él (art. 11.3), el cuidadoso régimen de inversiones Seguridad Social hacia ámbitos desconocidos en la
a que se encuentran' sometidos (capftulo V) y la estricta actualidad o hacia técnicas que hasta ahora no se ha
separación patrimonial. a efectos de responsabilidad, querido o podido utilizar. En suma, la Constitución con-
entre el Fondo y los promotores y partfcipes de los Planes sagra cela garantCa institucional del sistema de Seguridad
(art. 12), entre otros. Social. en cuanto impone el obligado respeto a los rasgos

En suma, el conjunto del articulado de la ley permite que la hacen recognoscible en el estado actual de la
inducir que las dos instituciones reguladas en ella, aun- conciencia social. lleva aparejado el carácter público del
que estrechamente relacionadas, son intelectualmente mencionado sistema [y sólo impide que] se pongan en
distinguibles, respondiendo ambas a una misma finalidad cuestión los rasgos estructurales de la Institución Segu-
pero cumpliendo distintas funciones convergentes o _ ridad Sociah) (STC 37/1994, fundamento jurfdico 4.°).
encadenadas, una de ellas -el Fondo- instrllmental para Dentro de tales Hmites son constitucionalmente admi-
el cumplimiento de los fines de la otra -el Plan- y regida sibles distintos modelos.
por los principios propios de la gestión de una masa Con respeto a 'las leneas estructurales básicas de la
patrimonial separada. No resulta casual. a estos efectos, institución, la libertad de configuración del legislador es
que las reiteradas afirmaciones del Abogado del Estado notoria y ello ya ha sido suficientemente reiterado en
en torno a la práctica identidad de régimen entre esta la jurisprudencia de este Tribunal (SSTC 103/1983,
ley y la 36/1984, sobre Instituciones de Inversión Colee- 65/1987 y 134/1987). Por tanto, si la naturaleza de
tiva, se manifiesten de forma prácticamente invariable una determinada institución se ajusta a tal imagen ha
en preceptos dedicados a perfilar el régimen jurfdico de deducirse de los propios rasgos que perfilan la noción
de los Fondos de Pensiones. Esta relativa identidad, al de eeSeguridad Sociab) y nunca de un concepto inexis-
cabo, no es sino la consecuencia de la naturaleza pre- tente en la Constitución, porque equivaldrfa a congelar
dominantemente financiera de estos últimos. la libertad de opción del legislador.

Sentado lo anterior, es claro que, aunque no pierda Centrada asf la cuestión, resulta imprescindible tomar
sentido el análisis del campo material en que la en consideración el marco normativo, interno e inter-
Ley 8/1987 se asienta, las conclusiones a que pueda . 'ó Al f
llegarse no sean idénticas, ni puedan extenderse a todas nacional. donde hoy se mueve la Institucl n. e ecto,

1 • conviene recordar que, sobre todo en el plano interna-
las instituciones por ella reguladas. Desde a perspectiva donal, resulta claro que la noción eeSeguridad Social»
de los objetivos confesados en la propia Exposición de no puede predicarse de instituciones protectoras cuyo
Motivos de la Ley, los Planes de Pensiones son el ele- I
mento que le otorga su perfil caracterCstico e impiden origen, tanto como la extensión de la acción tute ar que

d· 1d f' dispensan, descansa en la autonomfa de la voluntad.
que su contenido pueda confun Irse con e e otra Igura la evolución del propio sistema español de Seguridad
financiera más. Precisamente por este papel central Social, los parámetros del Derecho comparado y, muy
requieren un análisis. prioritario a la hora de concretar especialmente, los compromisos asumidos por España

.el ámbito material en que la norma se sitúa. .. en la materia (cuyo valor interpreta.tivo es claro, a la
, 5. llegados a este punto conviene hacer un alto luz de lo dispuesto en el 'arto 10.2 C.E. y de la con-
en el camino para desechar una argumentación que con sagración de la tutela frente a riesgos sociales como
frecuencia aducen los recurrentes. En efecto, ambos cen- un derecho humano) muestran cómo resulta un factor
tran buena parte de sus razonamientos sobre el tenor estructural, integrante mismo de la institución Seguridad
literal del arto 41 C.E., tratando de deducir de dicho pre- Social. el diseño legal imperativo de la acción protectora
cepto el criterio que debe presidir la distribución de com- garantizada, de tal suerte que queda excluida a sus bene-
petencias que subyace al conflicto. Pero es claro que ficiarios la capacidad de deciSIón sobre las fórmulas de
se trata de una opción hermenéutica desafortunada. protección, su extensión subjetiva potencial y su inten-

El arto 41 C.E. establece el deber de los poderes públi- sidad al margen de los cauces legalmente establecidos.
cos de mantener una determinada estructura protectora Cuando la voluntad privada resulta determinante sobre
de los ciudadanos frente a situaciones de necesidad y los factores aludidos, sin salir del ámbito genérico de
marca las leneas que han de orientar el desarrollo evo- la eeprotección sociab), sf nos hallamos fuera del núcleo
lutivo.d. aqt,I..~,y,.a~~4wJQt('.Q~r8S8Qte•... " .. institucienal de.Ja.SeguridadJSocial,..No; «ttras .sen .Ias... ,
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consecuencias que se deducen del fundamental art. 1
del Reglamento e.E.E. 1248/92, del Consejo, y del Con­
venio 102 O.I.T.

la anterior conclusión no queda obstaculizada por
el hecho de que la institución que se contempla pueda
servir de cauce para mejoras voluntarias de la acción
protectora del sistema de Seguridad Social. Aceptando .
parcialmente los argumentos del recurso del Parlamento
vasco, las mejoras voluntarias de la acción protectora
de la Seguridad Social constituyen -una vez instituidas­
proyecciones de aqiJélla, de ahf la, no del todo apropiada,
pero expresiva equiparación de su régimen con el de
las prestaciones de Seguridad Social contenida en la
norma que las regula (O.M. 28 diciembre 1966) y sos­
tenida por una pacffica jurisprudencia. Ahora bien, esta
imbricación de regfmenes puede predicarse de la mejora
misma, no de los instrumentos técnicos para hacerla
posible, que son independientes de aquélla, intercam­
biables en hipótesis por otros, y susceptibles --como
sucede en este caso- de servir a finalidades muy dife­
rentes. Por todo ello, no puede utilizarse su virtualidad
como instrumentos de mejoras voluntarias de.presta­
ciones de la Seguridad Social, para alterar un régimen
jurfdico contemplado como autosuficiente y autónomo
respecto de aquéllas.

El análisis del' tftulo competencial enunciado en el
arto 149.1.17 C.E., permite comprobar cómo existe un
sustancial alejamiento entre los rasgos conceptuales de
la Seguridad Social y los que acompañan a los Planes
de Pensiones regulados en la Ley 8/1987. En efecto,
la propia norma describe unas modalidades prestacio­
nales que se encuentran profundamente condicionadas
por la voluntad de sus eventuales beneficiarios o de ter­
ceros: La voluntad privada determina -sin agotar el elen- ,
co- la existencia misma de un Plan de Pensiones (art.
1.2), el cfrculo de sujetos que se beneficiarán, en su
caso, de las prestaciones en ellos establecidas (art. 3.2
y art. 4) y la propia extensión e intensidad de la tutela
dispensada (art. 4.2, en conexión con el arto 6). El
alejamiento de la noción «Seguridad Sociab) es, pues,
patente, siendo razonablemente descriptiva de él la pro­
pia referencia legal a la relativa autonomfa de las pres­
taciones que puedan percibirse en aplicación de estos
Planes respecto de las que pueda dispensar la Seguridad
Social (art. 1.2). Y para mantener esta conclusión nada
obsta que --como dice el Parlamento vasco- exista una
interacción necesaria o potencial entre los sistemas de
Planes de Pensiones y las prestaciones del sistema públi­
co de Segu~idad Social. Esta sedicente interacción es
un dato externo a la delimitación material que ahora
nos ocupa y, de producirse, podrá afectar al compromiso
que a los poderes públic.os impone el arto 41 C.E.-en
términos de «suficiencia)) de las prestaciones o de garan­
tía institucional del sistema de Seguridad Social-, pero
no entronca de forma necesaria estos sistemas autó­
nomos de protección con el núcleo hethrónomo e
imperativo que conforma los modernos sistemas de
Seguridad !ócial. Las afirmaciones' anteriores permiten
desechar aquella parte del recurso' interpuesto por el
Parlamento vasco que sustancialmente contiene una rei­
vindicación competencial basada en la calificación como
«Seguridad Sociab) de la institución regulada en la refe­
rida Ley. Errada la calificación de la materia y no efeo­
tuándose otras· reivindicaciones competenciales funda­
das sobre tftulos diferentes, el contenido del resto del
recurso -por su peculiar estructura- deberá ser enjui-
ciado en una etapa posterior. .

6. Una vez dicho ,esto hemos de examinar si, como
pretenden los recurrentes, la institución que nos ocupa
se inserta en el bloque material de la «previsión social»
y, a través de ella, en el «mutualismo libre» o en las
«Mutu~ integr8llas en el Sistema de Seguridad.

Social», instituciones tfpicas de.previsión social tradicio­
nales en el modelo español, cuya especffica finalidad,
que se manifiesta en un régimen jurfdico propio, es la
protección social privada y voluntaria (STC 86/1989,
fundamento jurfdico 5.°). Tan es asr. que en nuestro Dere­
cho positivo tradicionalmente han quedado excluidas de
la regulación propia de las mutualidades aquellas enti­
dades de tipo mutualista que ejercen el seguro de caráo­
ter distinto al de previsión social (Ley de 6 de diciembre
de 1941). La previSión social, que es su nota caracte­
rlstica, se integra por técnicas especfficas de tutela de
los ciudadanos frente a situaciones de necesidad en las
que resulta determinante la acción de éstos -su inicia­
tiva- y conecta directamente con técnicas protectoras
de origen voluntario configuradas siguiendo la pauta de
riesgos ««sociales» tfpicos, como los enunciados en el
arto 8.6 de la Ley impugnada.

La localización material que los recurrentes hacen
del óbjeto de la Ley impugnada no puede ser compartida.
Con independencia de que en su planteamiento no cabe
negar toda competencia del Estado, puesto que en cuan­
to las mutualidades realicen o lleven a cabo actividades
como la aseguradora serán aplicables a esa actividad
las bases de la ordenación que el Estado haya establecido
dentro de los límites de su competencia (SSTC 86/1989,
fundamentos jurfdicos 5.° y 7.°; 35/1992, fundamento
jurídico 2.°; y 220/1992, fundamento jurfdico 3.°), ha
de tenerse presente, en primer lugar, que los Planes
de Pensiones han surgido precisamente como reacción
frente a la crisis de la que adolecen el modelo tradicional
de Segurid~d Social y el mutualismo por su sistema de
reparto, así como la insuficiencia del aseguramiento indi- .
vidual de carácter privado. Pero como toda institución
jurídica nacida en respuesta a las demandas sociales,
son. el producto de una evolución que da como resultado
instituciones nuevas, nunca nacidas de la nada o creadas
ex nihilo, sino que, por el contrario, aprovechan ideas
y elementos de' aquellas a las que vienen a sustituir,
completar o perfeccionar y por ello no puede extrañar
que, en alguno de sus aspectos, evoquen a las insti­
tuciones de previsión social, especialmente en aquellos
que permiten conceptuarlos como contratos de previsión
colectiva.

Ahora bien, de la Ley 8/1987 se desprende con cla­
ridad que con los Planes de Pensiones se ha querido
generalizar la previsión individual mediante técnicas de
fomento -incentivos fiscales- adecuadas para activida­
des donde prima la voluntariedad de los sujetos inter­
vinientes. De suerte que nos encontramos ante un con­
trato de nuevo cuño de previsión colectiva, que permite,
además. distintas modalidades en la constitución de los
Planes (art. 4), en atención a una pluralidad de objetivos
sociales. Y si bien en algunas de esas modalidades pue­
den haber quedado rasgos residuales del viejo mutua­
lismo, es evidente sin embargo que la nueva institu,ción,
t~nto en su ordenación legal como en su finalidad, va
ma~ allá de tales residuos. De un lado, porque en algunos
aspectos contractuales del régimen de los Planes de Pen­
siones el legislador estatal, en el ejercicio de su com­
petencia exclusiva (art. 149.1.6 C.E.), le ha dado un tra­
tamiento jurídico unitario. De otro, _por haber querido
prolongar esa unidad asociando estrechamente los PIa­
nes con sus instrumentos financieros, los Fondos de Pen­
siones. De suerte que los primeros, con independencia
de los sujetos que los constituyan y sus particulares obj.
tivos sociales, están necesariamente enlazados con los
segundos en la común finalidad de potenciar, a través
de nuevos cauces, la previsión voluntaria y de carácter
privado mediante el ahorro. En definitiva, los Planes son
un nuevo fenómeno al que la ley da una respuesta uni­
taria, con ..uD.régimen.jl.ll'idiA;o.uDiforme.-yjB~oaJnCÜ-.....
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solublemente a los Fondos. sin los ouales resultarran
ininteligibles.

En ellos no se dan. pues. los rasgos que sirven para
catacterizar a las Mutualidades y al mutualismo. Por de
pronto. no aparece el sustrato organitativo caracterrstico
de aquéllas y éste. El Plan y el Fondo. unidad inescindible
en su funcionamiento jurrdico. están privados delibera­
damente de personalidad jurídica. De otro lado. no existe
la solidaridad intergeneracional. típica de aquellas ins­
tituciones. por mor del sistema de rel'arto. aun cuando
pueda rastrearse atisbos de otros aspectos accesorios
de cohesión social dentro de un grupo o un sector. Está
claro también que la financiación es tan distinta del
mutualismo -basado en el apoyo mutuo- que puede
ser asumida por el promotor. la diferente calidad de
éste. empresarial o institucional. no incide en aspecto
alguno de su régimen jurídico. mientras que la tercera
modalidad -el Plan individual- se aleja tanto de lo
mutual y tan evidentemente que es difrcil razonarlo por
su misma claridad meridiana. El nuevo fenómeno parte
del individuo. aunque no sea individualista. pbr conce­
birlo siempre como componente de un grupo con rasgos
de afinidad profesional o social.

Si se profundiza aún más en la razón de ser de la
institución y en los objetivos a los que tendencialmente
se encamina se observa que su área material propia
no coincide con la previsión social. El mismo legisládor
califica a los Planes de Pensiones en la Exposición de
Motivos de la Ley 8/1987 de ccmodalid~d de ahorro»
de origen contractual mediante el establecimiento de
((instituciones de previsión voluntaria y libre.' cuyas pres­
taciones de carácter privado pueden o no ser comple­
mento del preceptivo sistema de la Seguridad Social
obligatoria)). Esta calificación no es una licencia lingüís­
tica del legislado~ sino que. por el contrario. se ajusta
con exactitud a la' configuración que de los Planes de
Pensiones hace después en el articulado de la Ley como
instrumento de ahorro. Un Plan de Pensiones es un con­
trato (cuyo origen voluntario se destaca en el arto 1.2
de la Ley). con un contenido mrnimo fijado en ella (art. 6).
con la finalidad de garantizar unas prestaciones (art. 8.5)
de carácter privado (art. 1) cuando se produzcan déter­
minadas contingencias (art. 8.6). Se trata de un instru­
mento de aseguramiento que. en la primera de sus moda­
lidades. garantiza un ccsalario» diferido y. por lo tanto.
de una forma de ahorro. Es verdad que no pueden ser
caracterizados como colltrato de seguro trpico por la
falta de uno de los elementos personáles definitorios
de esta clase de contratos. como es el asegurador. pero
en la medida en que con ellos se persigue garantizar
una prestación cuando se produzcan determinadas con­
tingencias. responden a la idea básica de todo contrato
de seguro porque garantizan un desplazamiento patri­
monial en favor del beneficiario cuando acontezca. el
suceso contingente. Está en ellos presente la idea de
riesgo. en el sentido técnico-jurídico de esta expresión.
porque se trata de ccasegurar» aquel desplazamiento
cuando ocurra el hecho previsto como contingencia.
determinante del nacimiento de una necesidad patrimo-
nial (jubilación. invalidez•. muerte). .

7. En. consecuencia. el ámbito material más dire<>­
tamente implicado en los Planes de Pensiones. por su
finalidad y estructura. es. 'por un lado. el mercantil. res­
pecto del cual el Estado es competente para establecer
su legislación (art. 149.1.6). en cuanto se trata de regular
el contenido obligacional de un contrato de esa natu­
raleza. y. por el otro, el de los seguros. en relación con
el c:;ual. como ocurre con el crédito y la banca. al Estado
se le atribuye el establecimiento de las bases para su
ordenación (art. 149,1.11). desde la perspectiva de la
intervención administrativa. con sus garantras y cautelas.
en este sector económico (STC 330/1994. fundamento

jurídico 2.°). mientras que las Comunidades Autónomas
lo son para el desarrollo legislativo y la ejecución de tales
normas básicas [arts. 11.2 a) EAP.V. y 10.1.4 EAC.).
A ese esquema de distribución de competencias sólo
escapan subsectores concretos por la concurrencia de
otros títulos 'competenciales e~ecíficos. los cuales. por
su propia especialidad. no permiten una interpretación
expansiva con la inclusión. en este caso. de los Planes
y Fondos de Pensiones en la noción de ccmutualidades
no integradas en la Seguridad Social». Además. esos
subsectores caen. también. como ya ha quedado dicho.
bajo la órbita de la competencia estatal ex arto 149.1.11
C.E. en cuanto aquellas entidades realicen actividades
que. como la aseguradora. debe regular el Estado median­
te el establecimiento de sus bases (SSTC 86/1989.
fundamentos jurídicos 5.° y 7.°; 35/1992. fundamento
jurídico 2.°; y 220/1992. fundamento jurrdico 3.°).

Asr pues. el canon que hemos de utilizar para la con­
troversia competenciaI que. parcialmente. subyace a la
interposición de los presentes recursos de inconstitu­
cionalidad es el antedicho -seguros-. que no se refiere
a una determinada..modalidad contractual sino cca la orde­
nación administrativa de un sector económico como lo
son también la banca y el crédito que en la misma regla
se mencionan». donde están incluidas actividades dis­
tintas de la estricta formalización de contratos de seguros
(STC 330/1994. fundamento jurídico 2.°). y donde tam­
bién. como ha quedado dich9. está presente la dialéctica
bases-desarrollo legislativo. Esta. para determinar cuáles
aspectos sean básicos y cuáles propios de una legislación
de dttsarrollo. exige la ponderación de diversos elemen­
tos como la naturaleza de la materia o la mayor o menor
necesidad de una regulación uniforme de sus diversas
facetas en todo el territorio nacional (STC 86/1989. fun­
damento jurrdico 2.°). sin olvidar la clara dimensión finan­
ciera que tienen los Planes [arto 149.1.13 (SSTC
86/1989. fundamento jurídico 3.°. y 330/1994. fun­
damento jurrdico 2.°)). más visible aún. como se com­
probará. en el caso de los Fondos de Pensiones. sin
los cuales los Planes carecerían de sentido y consis­
tencia.

Los objetivos que el legislador persigue. a la luz de
la Exposición de Motivos. son. por una parte. asegurar
el desenvolvimiento de los Fondos y evitar las situaciones
de insolvencia o que amenacen la efectividad de las
preS.laciones. garantizando la solvencia de las entidades
gestoras y protegiendo al máximo los intereses de los
partrcipes y beneficiarios. Por otra parte. pretende el man­
tenimiento de las características de las figuras jurídicas
de nuevo cuño configuradas en la Ley de tal modo que
resulten las más congruentes con su finalidad. en este
caso las entidades gestoras de los Planes y Fondos de
Pensiones. En una primera y previa aproximación. puede
anticiparse ya que revestirán carácter básico aquellas
normas que resulten esenciales para garantizar. en todo
el territorio nacional. estos objetivos.

. Conviene insistir una vez más en que los Fondos de
Pensiones son un instrumento financiero al serviCio de
los Planes. pues con ellos se trata de generar el capital
necesario para cubrir las prestaciones futuras y. por ello
y para ello. de captar el ahorro privado. lo cual pone.
de manifiesto su trascendencia y protagonismo como
operadores en el mercado de capitales. En su calidad
de patrimonios sin personalidad jurrdica afectos al cum­
plimiento de un Plan de Pensiones. integrados por las
aportaciones de los miembros de éste más los ren­
dimientos obtenidos de su 4nversión y destinados a ope­
rar en el mercado. algunas de las normas por su con­
tenido habrán de encuadrarse también no sólo en el
marco de la ordenación del crédito. banca y seguros.
sino en el más general de la planificación económica.
trtulos competenciales que al Estado atribuye el
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art. 149.1. apartados 11 y 13. sin olvidar por supuesto
su régimen tributario contemplado en el apartado 14
del mismo precepto. Los Planes. y su instrumento los
Fondos. se traducen en una acumulación real de dinero
ahorrado. que se invierte en bienes reales o valores
financieros. ..

A la vista de lo hasta aquí expuesto. puede ser recha­
zada ya la impugnación global que las dos Comunidades
Autónomas recurrentes dirigen a la Ley 8/1 987 situando
la materia en ella regulada e.tentro del ámbito alternativo
de la «Seguridad Social. o d~1 «mutualismo no integrado
en el sistema de la Seguridad SOcial». También debe
serlo la invocación que el Abogado del Estado hace del
art. 149.3 C.E. para el caso de que la materia objeto
de la Ley recurrida no pudiera ser encajada en alguno
de los titulas competenciales atribuidos a las Comuni­
dades Autónomas. pues tal cláusula residual o supletoria
aur contenida sólo entra en juego cuando el objeto nor­
mativo en litigio no pueda situarse en ni!'lQún título mat&­
rial. utilizando los métodos de interpretación jurídica ordi­
narios~STC123/1984. fundamento jurídico 2.°).

8. Una vez resueltas las duda$. sobre el encua­
dramiento material del objeto de la Ley recurrida a efec­
tos de la distribuci9n competencial entre el Estado y
las Comunidades Autónomas recurrentes y rechazadas
las impugnaciones globales de la misma por motivos
competenciales. y antes de abordar las que por iguales
razones realizan aquéllas de singulares preceptos de la
Ley 8/1987. procede dar respuesta a la queja que el
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña eleva
frente a los artfculos en los.que se reconoce al Gobierno
potestad reglamentaria para normar sobre distintos
aspectos de los Planes y Fondos de Pensiones. Se trata
de los arts. 5. t b); 7.3. párrafo 2. último inciso; 8.1;
9.4; 10.2; 11.10; 13; 16.1. párrafo 2; 16.2; 16.4; 16.5 c);
16.5. último párrafo: 17.2 y 5. 21.4 Y 6 y la disposición
final tercera.

Dada la unidad básica del argumento. resulta con­
venienteexaminar conjuntamente todas las impugna­
ciones que presentan este factor común. comenzando
por el análisis de la posible atribución de la potestad
reglamentaria al Gobierno en materias que puedan cali­
ficarse como básicas. Entiende el Consejo Ejecutivo de
la Generalidad que no es posible esta atribución. en cuan­
to confiere materias de regulación al Gobierno que. por
definición. no son básicas. ni pueden serlo dada la impo­
sibilidad -más afirmada que razonada- de que Ruedan
regularse reglamentariamente materias básicas. Esta es
la premisa que puede ser discutida. Una consolidada
doctrina de este Tribunal ha tenido ocasión ya de des­
pejar las incógnitas del problema. en términos que ahora
es útil recordar.

Es cierto que se ha afirmado 'que. superada la fase
inmediatamente posterior a la implantación del régimen
territorial del Estado. contenido en el título VIII de la
Constitución. la noción material de «bases» que preva­
leció en la jurisprudencia correspondiente a esos años
ha de entenderse ahora acompañada de exigencias for­
males. de tal suerte que las bases de una determinada
materia han de regularse por medio de Ley formal «que

.tdesigne expresamente su carácter de básica o esté dota­
da de una estructura de la cual se infiera ese carácter
con naturalidad» (STC 69/1988. fundamentd jurídi­
co 6.°). Sin embargo. esta afirmación no excluye que.
excepcionalmente. puedan regularse ámbitos materiales
que merezcan esta calificación a través del Reglamento.
al no ignorar la anterior doctrina la·· relación de coop&­
ración entre Ley y norma reglamentaria. también admi­
tida en la norma constitucional [Ror todas. STC
133/1997. fundamento jurfdico 7.° b)). Claro que una
regulación a través de esta vía es excepcional. de ahf
la necesidad de poner de manifiesto una especial jus-
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tificación de la intervención reglamentaria. en cuanto
la complejidad o el dinamismo de la materia regulada
requieran de un procedimiento de Concreción normativa
más flexible que el que acompaña a la elaboración de
las leyes. Pattiendo de esta doctrina. resulta en principio
rechazable la impugnación hecha por el Consejo Ej&­
cutivo de la Generalidad de Cataluña de la Disposición
final tercera. que atribuye a! Gobierno la facultad de
desarrollo reglamentario de la Ley. Como ya se ha dicho.
en una materia como la abordada·por esta Ley. en que
el Estado ostenta solamente la potestad de definir las
abases» de su regulación. el juego del Reglamento queda
naturalmente disminuido. pero no plenamente excluido.
de ahí que no quepa descartar una remisión de natu­
raleza semejante a la que contiene la Disposición final
tercera. pues. en el fondo. su impugnación tiene una
orientación cautelar que no está justificada ahora y que
sólo podrá ser abordada suficientemente a la vista del
Reglamento que se apruebe para la ejecución de la Ley.

Procede ahora examinar la conformidad a los
arts. 148 "V 149 C.E. y los correspondientes del Estatuto
de Autonomía·de Catatuña. de las concretas remisiones
a la potestad reglamentaria que se contienen en los pr&­
ceptos legales que se han citado anteriormente.

a) La primera impugnación de esta naturaleza es
la que afecta al contenido del arto 5.1 b) en cuanto remite
al Gobierno la fijación de (ela tipología de los sistemas
de capitalización y sus condiciones de aplicación» a que
pueden acogerse los Planes de Pensiones. Dado que
el sistema financiero que permite al Plan de Pensiones
cubrir los objetivos previsores establecidos y la deter­
minación de cuáles puedan ser dichos sistemas pueden
considerarse elementos clave desde la perspectiva de
las normas organizativas del propio Plan y. sobre todo.
desde la perspectiva de la determinación de las fórmulas
de acumulaCión de activos consustanciales a la propia
noción de Plan de Pensiones. resulta clara la relación
existente entre reglas de esta naturaleza y la propia esta­
bilidad financiera del Fondo. que puede verse compro­
metida por la agrupación de sistemas diversos de capi­
talización en cada uno de los Planes cuya gestión se
les encomienda. Por ello. corresponde al Estado la facul­
tad de regulación al amparo de lo previsto en el
art. 149.1.11 C.E. A igual conclusión ha de llegarse res­
pecto de la llamada al Reglamento que se contiene en
los arts. 8.1. 9.4. 10.2 y 13. pues todos eilos regulan
aspectos 'del régimen financiero de los Planes de Pen­
siones. enderezados a su estabilidad y a garantizar el
cumplimiento de los fines con ellos perseguidos. cuya
vinculación con ,1 título competencial que al Estado atri­
buye el mencionado arto 149. t .11 C.E. es incuestionable.

b) A igual conclusión se llega respecto de la remi­
sión que el arto 7.3 de la Ley hace en su segundo párrafo
a la potestad reglamentaria del Gobierno para establecer
las condiciones y porcentajes de representación a efec­
tos de atribuir la mayoría absoluta de la representación
del Plan a los beneficiarios, cuando aquél en su desarrollo
quede sin partícipes. Básica es la previsión normativa
de la Comisión de Control del Plan de Pensiones y básica
también es la fijación de sus funciones. e igual condición
debe atribuirse a una previsión normativa que. como
la discutida. pretende garantizar a los beneficiarios la
mayoría absoluta en la Comisión de Control det Plan
cuando éste quede sin partícipes. Es. sí. una norma de
organización. pero estructural y. en cuanto tal. básica
en la medida en que tendencialmente se endereza a
garantizar la estabilidad del sistema instaurado en la L,ev.
en el que. frente a la figura del promotor. se erige como
dominante la de los partícipes y. en su caso. de los ben&­
ficiarios. Por ello. a ese carácter no escapan las con­
diciones y porcentajes de representación en tal situación
en la Comisión de Control. que deberán ser determinadas
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reglamentariamente) qarantizando en todo caso la mayoria
absoluta a los benefiCiarios. . .

c) Se impugna también el 8ft. 11.10, en cuanto
defiere a la norma reglamentaria la determinación de
los niveles del patrimonio constitutivo que. puedanexi­
girse en los Fondos que integran los Planes de Pensiones
de prestación definida. Dada la naturaleza de estos PIa­
nes [art. 4.2 a)], en que no se configura con total pre­
cisión una relación aportación-prestaeión determinada,
estando en cambio esta última precisada desde el inicio.
la exigencia de este patrimonio inicial, como garantía
de viabilidad del propio Fondo,. aparece como una
regla elemental de estabilidad financiera que pertenece
al ámbito de lo «básico» que el Estado puede abordar
a través del tftulo competencial previsto en el
art. 149.1.11 C.E.~ constituyendo el recurso al Regla­
mento una respuesta adecuada a los rápidos cambios
experimentados en el mercado financiero.

d) Son varios los apartados del art. 16 de la Ley
que se impugnan por los motivos antes descritos. En
concreto, los apartados 1, segundo inciso, 2, 4, 6 c)
yel último inciso de este apartado 6. Aun cuando agru­
pados bajo la rúbrica común «Inversiones de los Fondos
de Pensiones», los supuestos de remisión al reglamento
que resultan impugnados abordan extremos muy varia­
dos: Determinación del Ifmite mfnimo que los Fondos
hayan de invertir en activos financieros contratados en
los marcados a que el precepto se refiere (art. 16.1 ),'
fijación de porcentajes mfnimos o máximos de inversión
en ciertas categorfas de inversiones (16.2), restricciones
porcentuales a la inversión en títulos emitidos o avalados
por una misma entidad o bien en los activos de empresas
promotoras de Planes, adscritos al Fondo, o de empresas
gestoras o depositarias o pertenecientes al mismo grupo
de éstas (art. 16.4), punto éste que se relaciona con
Ja posibilidad abierta al Gobierno (art. 16.6) de fijar los
porcentajes de participación de empresas que permitan
identificar a la dominante de un grupo o de concretar
las formas de cálculo de las participaciones mfnimas
que determinan el dominio de una sociedad sobre otra.

La sola lectura de los referidos apartados muestra
que en todos ellos se trata de garantizar la autonomra
financiera de los Fondos y fijar los criterios de rectitud
de las inversiones efectuadas por éstos, evitando riesgos
excesivos o la utilización instrumental de las cantidades
que los integran en fines propios de las entidades pr~
motoras, gestoras o depositarias. Son supuestos todos
ellos que, en cuanto afirman la transparencia de su
intervención en el mercado financiero, pertenecen al
ámbito inherente al titulo competencial que autoriza
al Estado a fijar las bases del referido sistema, legiti­
mándose por ello mismo este desarrollo reglamentario
(art. 149.1.11 C.E.). Además, en lo que se refiere-al apar­
tado 4 de este arto 16, se trata de medidas concretas
que reúnen la naturaleza de las determinaciones que,
por su concreción y carácter técnico, son propias de
la potestad reglamentaria (STC 166/1996, fundamento
jurrdico 4.°).

e) También son objeto de impugnación por el Con­
sejo Ejecutivo de la Generalidad de Catalufta los apar­
tados 2 y 6 del art. 17, que remiten al Reglamento la
determinación de los supuestos en que .los Fondos de
Pensiones podrán otorgar créditos a los partfcipes de
los Planes y en los que podrán ser ofrecidos como garan­
tía de las obligaciones del Fondo los bienes afectos de
los que éstos sean gestores. Ambos apartados participan
de una finalidad semejante a los anteriormente descritos
del arto 16, en cuanto garantizan la estabilidad financiera
del Fondo y la efectividad de la.separación del patrimonio
afecto a los fines de previsión respecto de las obtiga­
ciones que asume el Fondo mi~o.En cuanto la finalidad
es semejante, parecida habrá de ser la conclusión sobre

la naturaleza básica dé la materia y el titulo competencial
que ampara la· intervención del Estado, y si básica es
la regla, bálica debe ser también la excepción que incor-

.poran estos dos apartados del arto 17
1) Los apartados 4 y 6 del art. 21 son también im­

pugnados por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Catalufta con fundamento semejante al utilizado en
relación con todo este btoque de preceptos. En dichos
preceptos se establece una remisión al Reglamento,
orientada a concretar las condiciones y Ifmites de la
remuneración de los depositarios y los supuestos en que
puedan ser compatibles las funciones de gestor y
depositario de los Fondos. Respecto de ellos pueden
reproducirse las observaciones realizadas en relación con
los apartados impugnados del arto 16. No parece dis­
cutible el carácter básico -al amparo del tan citado
art. 149.1.11 C.E.- de las reglas sobre retribución e
incompatibilidades de los depositarios, en cuanto, por
una parte, integran un aspecto esencial del régimen jurf­
dico del depositario, caracterizando el tipo contractual
conforme al cual desarrolla su función, y, por otra. garan­
tizan la transparencia de gestión y control del propio
Fondo, manteniendo separada~ las instancias sobre las
que recaen estas funciones.

9. Despejadas las incógnitas que plant3a la impug­
nación global de la Ley por motivos competenciales y
resueltas las de los articulas que contienen remisiones
a la potestad reglamentaria del Gobierno, es menester
abordar las singulares que por los mismos motivos las
Comunidades recurrentes deducen. En este punto se
constata que no discuten la delimitación tipoló{Jica que
de los Planes de Pensiones hace la Ley 7/1987 en su
Capftulo Primero. Su ataque se dirige contra el régimen
que se les atribuye en la misma.

El Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma
de Catalufta empieza por discutir la constitucionalidad
de los apartados 2 y 3 del art. 5. En el primero de elros
se limita el acceso a los regrmenes financiero y fiscal
previstos en la Ley a los Planes de Pensiones que cum­
plan los requisitos contenidos en ella. El segundo esta­
blece el Ifmite máximo de aportaciones de la unidad
familiar a los Planes de Pensiones en 760.000 pesetas.

a) Para el recurrente, si bien no es inconstitucional
la determinación del apartado 2 relativa al régimen
fiscal por atenerse a la competencia estatal del
arto 149.1.14 C.E., no lo es, sin embargo, la exigencia
referida al régimen financiero, ya que este régimen no
es competencia exclusiva del Estado, el cual, en su caso,
se ha de limitar a la regulación de sus aspectos básicos
(art. 149.1.11 C.E. y arto 10.1.4 EA.C.). Todo ello con
una importante advertencia: La circunstancia de que la
temática fiscal referente a los Planes y Fondos de Pen­
siones sea una competencia del poder central no ha
de suponer que los Planes y Fondos sujetos a la nor­
mativa de la Generalidad no puedan gozar de los bene­
ficios fiscales arbitrados o que se arbitren en el futuro
para los sujetos a la competencia del Estado.

El planteamiento del Consejo Ejecutivo de la Gene­
ralidad de Catalufta no puede prosperar. Admitido que
el precepto puede, como lo hace, condicionar el some­
timiento a los regfmenes financiero y fiscal previstos en
la Ley al cumplimiento por los Planes de Pensi<mes de
los requisitos establecidos en ella, el resto del mismo
carece· de contenido material propio. Ese condici~

namiento es una determinación básica y el consiguiente
sometimiento lo es a un régimen -el financiero- res­
pecto del que el Estado es competente para establecer
las bases, por 10 que el precepto no tiene otro alcance
que el de exigir el cumplimiento de los requisitos pre­
vistos en la Ley para que los Planea pueden quedar some­
tidos a las bases del régimen financiero regulado en
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,la misma. Cuestión distinta es si 'esos requisitos son real­
mente básicos o exceden de lo que puede ser calificado
como tal. pero ello no tiene ni puede tener incidencia
alguna sobre la constitucionalidad del precepto ahora
examinado. Por otra parte.' se aduce también. ningún
obstáculo existirá desde el precepto en cuestión para
que los Planes y Fondos de Pensiones tcSUjetos a la nor­
mativa de la Generalidad. puedan par los beneficios
fiscales que se arbitren o puedan arbitrarse por el Estado.
siempre. claro está. que cumplan los requisitos estable­
cidos en la LeY 8/1987.

b) Reprocha et Consejo'Ejecutivo de la Generalidad
de Catalui'ia al art. 6.3 que. entendido como limite fijado
riguroN e insoslayablemente en todos los casos. ignora
las desiguales capacidades de ahorro familiar que pue­
den existir en las diversas Comunidades Autónomas. de
ahf que sea contrario a la Constitución porque no es
básico -articulándose esta expresión en relación con
las competencias del Estado en materia de Seguridad
Social- y porque puede wlnerar elart. 14 C.E.

Este precepto. modificado por la Ley 30/1995. tanto
en lo referente al Ifmite cuantitativo de las aportaciones
-que eleva a un millón de pesetas- como a su régimen
sustantivo para adaptarto al nuevo tratamiento tributario
de la unidad familiar derivado, de la STC 45/1989. no
solo no contradice el principio constitucional de igualdad.
sino que precisamente lo' refuerza al permitir un más

f'usto y ~~itativo repa~o de la carg~ tributaria segú,:!
ospnnetptos de capaCIdad económIca y de progresl­
vidad (art. 31.1 C.E.). en el régimen de tributación de
las cantidades que los sujetos al Impuesto sobre la Renta
de las Personas Ffsicas destinan al Fondo.

Descartada la anterior queja queda en pie la cuestión
de la competencia estatal que puede amparar esta nor­
ma. Al respecto. no puede desconocerse la trascender!­
cia fiscal del precepto. que es manifiesta si se pone en
conexión con el art. 27 de. la Ley. pues la aportación
anual al Plan juega como parámetro deducible en el
impuesto que prava la renta personal del partfcipe. Desde
esta perspectiVa el art. 5.3 (tncuentra cobertura en la
competencia estatal flxart. 149.1.14. '

Junto a lo anterior. no puede desdei'iarse que. como
ya se ha dicho. los Planes de Pensiones son instrumentos
de captación de ahorro. esenciales en el, contexto de
reforma de los,mercados financieros en que se inscribe.
Siendo ello asl. determinar el máximo de contribución
anual por participe no es un dato baladf. sino que marca
el grado de compromiso del ahorro perSonal invertido
en estas instituciones y detrafdo por tanto de otras acti­
vidades relevantes para la actividad económica. como
el consumo. por ejemplo. Fijar este Umite no es una
regla que se relaCIone con el funcionamiento interno
de los Planes. sino con la capacidad de ahorro de los
participes y con el ahorro mismo. como magnitud con
.relevancia para la economfa en general. de ahf la cor!­
veniencia de, homogeneizar la regla. en todo el territorio
nacional. Norma eXterna. por tanto. y profundamente
relacionada con el correcto desenvolvimIento de la acti­
vidad económica. y de ahf su razonable calificación como
básica a la luz de lo dispuesto en el arto 149.1.13 C.E.

10. Se impugna asimismo por el Consejo Ejecutivo
de la Generalidád de cataluña el art. 7. apartado 2. en
cuanto establece de forma taxativa las funciones de la
Comisión de Control del Plan de Pensiones. y no cabe
sino rechazar tal impugnación. Si básica e~ la creación
de ese órgano (art. 7.1) como instrumento de super­
visión del Plan. lo que ni tan siquiera discuten los
recurrentes. también y por lo mismo es básica la pre­
visión nbrmativa de sus funciones. todas ellas destinadas
a garantizar la estabilidad y solvencia de los Planes y
Fondos.' cuales son las de supervisión del cumplimiento
de las cláusulas del Plan en lo que se refiere a los dere-

chos de los participes y beneficiarios. representación judi­
cial y extrajudicial de los intereses de unos y otros ante
la entidad gestora. selección de los actuarios que han
de criticar la situación y dinámica del Plan. nombramier!­
to de los representantes de la Comisión-de Control del
Plan en la Comisión de Control del Fondo de Pensiones
al que esté adscrito; Iqual conclusión vale para el
arto 10.3. discutido tambIén por el Consejo Ejecutivo la
Generalidad de cataluña.

11. Dentro del capftulo Tercero se impugna Por sr
mismo-yno por atribUIrse cierta cOmpetencia a lapates­
tad reglamentaria del Gobiemo- el art. 8.9 de la
Ley 8/1987. en cuanto prevé que «a instancias de los
partrcipes. deberán expedirse certificados de pertenencia
a los Planes de Pensiones que en ningún caso serán
transmisibles•. La intransmisibilidad de los referidos cer­
tificados es consecuencia de la afectación de loscapi­
tales invertidos para la cobertura de las situaciones de
necesidad aseguradas y de la incidencia de las condi­
ciones personales del partfci~ en la propia conforma­
ción del Plan [art. 3.1, b) en conexión con el arto 8.8].
En otras palabras. es la consecuencia del propio diseño
de la figura del Plan de Pensiones y. por ello. la referencia
hecha en el precepto impugnado a la intransmisibilidad
del documento en que se plasma la participación en
el Plan deriva directamente de la naturaleza misma de
la institución y atiende a su seguridad y estabilidad. ya
que con ello se trata de impedir que los certificados
en cuestión puedan constituirse en un nuevo producto
financiero. El carácter básico de esta determinación es
claro.

Cabe llegar a igual conclusión en 'relación con la forma
en que ha de quedar acreditada la pertenencia al Plan.
La formalización de la pertenencia al Plan de Pensiones
es elemento organizativo interno de la entidad que alcar!­
za la condición de básico en cuanto tiene la finalidad
de acreditar la condición de partfcipe. Asi. la determi­
nación por el Estado de la forma en que ha de quedar
acreditada la pertenencia al Plan encuentra su justifI­
cación en la necesidad de establecer un común deno­
minador en los instrumentos jurfdicos que dan a conocer
los distintos elementos integrantes de aquél. en aras
de la estabilidad y seguridad del sistema instaurado en
la Ley.

12. Del Capftulo Cuarto el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña ataca. en sfntesis. el Broce­
dimiento administrativo previsto para la constitucIón de
los Fondos de Pensiones. Ya ha quedado dicho que el
Fondo. como la propia Ley define y no se discute por
las Comunidades recurrentes. está constituido por una
masa patrimonial afecta al fin de hacer frente a las obli­
gaciones y derechos plasmados en el Plan o Planes de
Pensiones integrados en él. de cuya efectividad resulta
ser instrumento fundamental. La trascendencia financie­
ra del Fondo es. en sf misma. indudable. precisamente
porque ésta es su esencia. Aunque quede adscrito al
cumplimiento de obligaciones de previsión del Plan.
éstas quedan extramuros de unas reglas que tratan de
ordenar el funcionamiento de una masa patrimonial sol­
vente y financieramente estable. Consecuentemente. la
materia financiera es el tftulo competencial dominante
y. por lo tanto. el precepto de referencia es de nuevo
el arto 149.1.11 Y 13 C.E.• con clara preeminencia de
la materia atinente a los seguros. sin olvidar su incidencia
sobre la planificación general de la actividad económica.

a) Dada la naturaleza de la institución regulada. es
claro que básieas en su regulación pueden ser tanto
las normas que afectan a la estructura misma de los
Fondos como las que fijan las reglas de sus operaciones
de inversión. en cuanto que ambas 'le proporcionan la
homogeneidad imprescindible para operar en un mer-
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cado de escala nacional. Enaste contexto. la existencia
de un sistema de registro y autorización previa de los
Fondos es un mecanismo necesario de calificación y
de'control del cumplimiento de reglas que van más allá
de su estructura formal y que garantiza esa misma homo­
geneidad orpanizativa y funcional de que se ha hablado.
que se justifica como básico por la incidencia que tienen
las EntIdades Gestoras de los Fondos de Pensiones en
el sistema financiero. en cuyo funcionamiento están pro­
fundamente implicadas. Por ello. básica es también la
atribución de la facultad de decidir a·una única instancia.
coextensa con el mercado en que han de operar. Si
no es discutible el procedimiento en sI. procede examinar
la normativa en que éste se desglosa. para comprobar
el recto ejercicio de la facultad de dietar la normativa
básica que incumbe al Estado.

b) En este punto se impugna el art. 11.1. por dos
tipos de razones. En primer lugar. ~rque determina que
los Fondos carecerán de personalidad jurídica. Como el
propio recurso del Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Catalui\a pone de manifiesto. dotar o no a un ente
de personalidad jurídica no es una prescripción accesoria
o secundaria. Por el contrario. es una forma de atribución
al ente de un régimen jurldico -sobre todo. en sus rela­
ciones con terceros y. en especial. en lo que atai\e a
la determinación y delimitación de un centro de impu­
tación de responsabilidad- que diverge sensiblemente
de una opción a otra. De este modo. en cuanto precisa
un factor fundamental dellégimen jurídico de los Fondos.
es difroil no calificar como ccbásica» a una regla de esta
rndole y es difIcil también afirmar que es indiferente que.
en este aspecto de su régimen jurrdico tan vinculado
con la seguridad del tráfico jurldico. el sistema orga­
nizativo de cada ente pueda variar. en función de la
Comunidad Autónoma donde se constituya. En conse­
cuencia. optando por la solución de privar a los Fondos
de personalidad el legislador estatal ha obrado en el
ejercicio de las competencias que. en materia financiera
y de régimen de las organizaciones financieras. le atri-
buye el arto 149.1.11 C.E. .

La segunda razón por la que se impugna el art. 11.1
hace referencia directa a las normas sobre procedimiento
de registro. Entiende el Consejo Ejecutivo de la Gene­
ralidad que ninguna de las reglas contenidas en dicho
precepto es básica. partiendo de la titularidad auto­
nómica sobre la materia principal -previsión social-.
Ya ha quedado dicho que la materia de referencia no
as la previsión social y que. por el contrario. el ámbito
material propio del objeto de la Ley recurrida es el del
crédito. la banca y los seguros y. en él caso. de los
Fondos de Pensiones. dado su carácter de instrumentos
para captación del ahorro privado. además el de la pla­
nificación de la actividad económica. ámbitos en los que
el Estado tiene competencia para dictar las bases. en
las que deben ser incluidas las normas que regulan la
constitución y estructura de los Fondos en cuanto ins­
trumentoi de control de su legalidad y de garantla de
su imprescindible homogeneidad para operar en un mer­
cado de escala nacional e. incluso. transnacional. Pues
bien. el carácter instrumental del registro obliga a con­
cluir que siendo de titularidad estatal la competencia
principal también debe serlo la accesoria (SSTC
197/1996. fundamentosj!Jrrdicos 12 y 13; y 133/1997.
fundamento jurldico 8.° a)]. Tampoco puede cuestionar­
se la regulación del contenido de la escritura de cons­
titución (art. 11.2). básico en cuanto que a través de
ella se sientan los principios elementales de organización
del Fondo. Cierto es que. a los fines citados. se provee
de una manera indirecta. pero ello no impide captar la
finalidad de la norma y la admisibilidad de una regulación
homogénea sobre ella. en ejercicio por el Estado de las
competencias que. le son reconocidas por el arto

149.1.11 C.E. Por estas razones. no puede calificarse
tampoco como no básico el conjunto de reglas que con­
templan el funcionamiento del registro (art. 11. apar­
tados 3. 4. 6 y 7. y art. 13).

c) Igual suerte debe correr la impugnación referida
a la tipologla de los Fondos. a que hace referencia el
apartado 9 del art. 11. Tomando en consideración el
carácter predominantemente financiero de estas insti­
tuciones. resulta evidente que es básico determinar si
éstas pueden o no canalizar las inversiones de otros
Fondos. Se trata de una regla esencial de funcionamiento
que debe entenderse comprendida en la competencia esta­
tal reconocida en el tantas veces citado art. 149.1.11 C.E.
En cuanto que se imponen garantlas mInimas de sol­
vencia. a través de la exigencia de capitales iniciales
en determinados tipos de Fondos. tampoco pueden con­
siderarse excesivas -respecto de la competencia estatal
descrita-Ias reglas contenidas en el arto 11.10 de la Ley.

d) También es objeto de impugnación el arto 14.2.
en cuanto regula las funciones de la Comisión de Control
del Fondo. Aqul vale lo dicho en relación con el
art. 7.2 y la Comisión de Control del Plan. Es evidente
que se está ante una norma de carácter organizativo.
en cuanto articula el mecanismo de control y partici­
pación ,de los interesados -integrantes de los diversos
Planes de Pensiones insertos en el Fondo- sobre lá
actividad de éste. Regla organizativa elemental. la enun­
ciación de las competencias de la Comisión de Control
puede considerarse «básica» en aplicación de las com­
petencias que al Estado atribuye el art. 149.1.11 C.E.
Quedando los demás extremos del precepto al margen
del recurso. procede desechar la impugnación referida
a,este apartado segundo del arto 14.

13. En el CapItulo Quinto se concentran las normas
que configuran el régimen financiero de los Fondos de
Pensiones. De este Caprtulo se impugna. en primer lugar.
el art. 16. en cuanto atribuye al Gobierno la facultad
de realizar actividades de mera ejecución. Sin embargo.
lo que el Consef'o Ejecutivo de la Generalidad de Catalui\a
discute en rea idad es la potestad reglamentaria reco­
nocida al Gobierno en aspectos concretos del régimen
jurldico de la entidad. Dado que el rechazo del reco­
nocimiento de la potestad reglamentaria del Gobierno
es un motivo recurrente de impugnación en numerosos
asp~ctos del régimen jurrdico de los Fondos que ha reci­
bido respuesta en el fundamento jurldico 8.°. a él nos
remitimos. Lo mismo vale para el también impugnado
art. 17 de la Ley. .

También discute el Consejo de Gobierno de la Gene­
ralidad de Cataluña el arto 19. donde se regulan las cuen- .
tas anuales de las Entidades Gestoras de los Fondos
de Pensiones. El fundamento de la impugnación se
encuentra en el hecho de que la necesidad de la exis­
tencia de una entidad gestora que proceda a formular
y someter a aprobación las cuentas anuales es conse­
cuencia de la configuración de los Fondos sin perso­
nalidad jurldica. Si. a su juicio. no es básica la atribución
o no de personalidad jurrdica a los Fondos (art. "11.1).
tampoco lo son las reglas a que hayan de someterse
las cuentas anuales de las' entidades gestoras. Recha­
zada la impugnación del arto 11.1. va de suyo la de
este art. 19. cuyo carácter básico no puede ser puesto
en cuestión si se tiene presente que las normas que
contiene se enderezan a garantizar el control. la esta­
bilidad y la transparencia del sistema instaurado en la
Ley. No obstante. en la impugnación subsidiaria que
formula. ubicando la materia objeto de la Ley recUrrida
en el ámbito de la Seguridad Social. el Gobierno catalán
se sitúa. como no podla ser de otra forma. en la dialéctica
base&desarrollo y sostiene que las determinaciones de
este art. 19 no pueden ser calificadas en modo alguno
como básicas y sI propias de la legislación de desarrollo.
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No es tal el criterio de este Tribunal. que sin abandonar
el esquema bases-desarrollo -si bien en virtud del
aft. 149.1.11 y no del 149.1.17 C.E.- entiende que el
establecimiento de las obligaciones de las Entidades Ges­
toras de los Fondos de Pensiones que se contienen en
el citado art. 19 se·orienta a asegurar el desenvolvimiento
de los Fondos y a evitar situaciones de insolvencia o
que amenacen a la efectividad de las prestaciones. que.
como se expresa en la Exposición de Motivos de la propia
Ley 8/1987. es uno de sus objetivos fundamentales en
respuesta a la trasCendencia social de aquéllos.

Igual conclusión y por las mismas razones debe obte­
nerse del arto 20. cabecera del Caprtulo Sexto. en el
que se establecen los requisitos y condiciones para ser
entidad gestora de un Fondo y que el Consejo de Gobier­
no de la Generalidad de Cataluña' discute. en primer
lugar. porque es consecuencia de la configuración de
los Fondos como entes sin personalidad juridica y, en
segundo. término y en forma subsidiaria -va en la dia­
léctica bases-desarrolb- porque sus determinaciones
son propias de una legislación de desarrollo y !'lo reúnen
las caracteristicas que permitan calificarlas como bási­
cas. Si la previsión de que los Fondos sean administrados
por entidades gestoras es básica (lo que ni el propio
Gobierno catalán discute. salvo en lo que es consecuen­
cia de la configuración de los Fondos sin personalidad
juridica). no puede negarse la misma condición a la deter­
minación de qué entidades pueden ser gestoras de los
Fondos. aar como de los requisitos precisos para ello
y de un aspecto tan esencial de su régimen juridico

. como es el de su retribución.

. 14. El Caprtulo Sexto regula las Entidades Gestoras
y Depositarias de Fondos de Pensiones y de él, además
del arto 20. cuya impugnación ya ha recibido respuesta,
se atacan los arts. 21, 22 y 23.

a) Del primero de ellos, al margen de las llamadas
al Reglamento que en él se contienen (aps. 3. 4 y 6)
cuya impugnación ya ha sido a"alizada. se dice que sólo
puede considerarse como básico su apartado 1 y que
el resto de los apartados (2 a 6) no lo son. Este
art. 21. tras disponer que la custodia y depósito' de los
valores mobiliarios y demás activos financieros integra­
dos en los Fondos de Pensiones corresponderá a un
depositario, que ha de ser entidad de depósito domi­
ciliada en España (ap. 1). atribuye a la entidad depositaria
no sólo la función de custodia sino también la de vigi­
lancia de la entid~d ~estora (ap. 2), establece la remu­
neración de los seMcios de aquélla (ap. 4) y limita a
uno el número de depositarios que puede tener cada
Fondo (ap. 6). haciendo incompatibles los cargos de Ges­
tor y Depositario de un Fondo (ap. 6). El carácter básico
de las anteriores normas no puede ser puesto en cuestión
si· se tiene presente que todas ellas son normas que
disciplinan las funciones y aspectos esenciales d, la orga­
nización de una institución cuya previsión es considerada

L básica. cual es le de las Entidades Depositarias de los
Fondos de Pensiones.. Aqur vale lo dicho ya para el
arto 7.2, puesto que si básica es la creación de un órgano
de depósito de los valores mobiliarios y demás activos
financieros integrados en los Fondos (art. 21.1). lo que
no se discute. también y con mayor razón es básica
la previsión normativa de sus funciones. remuneración
e incompatibilidad con el cargo de Gestor.

b) El arto 22 establece el principio de responsabi­
lidad de 18s entidades ..storas y de las deposkarias fren­
te a las entifJades promotoras, partíciJl8S y IIeneficiarios
.. todos los perjwcies .., les causaren per el' incum­
plimiento de las respectivas obligaciones. Esta previsión
constituye un aspecto nuclear y. por ende. básico, del
régimen jurídico de esta clase de entidades y, en cllanto
tal. no pu1tde negarse la competencia estatal

para su establecimiento. La impugnación que de este
precepto hace el Consejo Ejecutivo d, la Generalidad
de Cataluña busca su apoyo en que. al no ser una exi­
gencia constitucional la existencia de una entidad ges­
tora. la previsión que establece serra ineficaz en Cataluña
en el supuesto de que se opte en el8 Comunidad Autó­
noma por una modalidad organizativa de los Fondos que
atribuyese a los mismos personalidad juddica. Negada
ya la premisa mayor. del razonamiento (fundamento jurf­
dico 12), decae la conclusión.

c) El último articulo del Caprtulo Sexto que se dis­
cute es el 23. relativo a la sustitución de las entidades
gestora o depositaria. y de él dice el Consejo Ejecutivo
de la Generalidad de Cataluña que el apartado 1, en
ws dos letras a) y b). no contiene materia alguna que
pueda estimarse como básica respecto a eventuales
competencias del Estado. salvo en lo que concierne a
la necesidad de constitución por la entidad. cesante de
las garantras necesarias para cubrir las responsabilidades
de su gestión [la última proposición de la letra a)]. Del
resto del articulo únicamente podrra salvarse, por básica.
la mención del ápartado 3 de que el procedimiento con­
cursal de las entidades de depósito producirá el cese
en la custodia del Fondo de la entidad afectada. El pre­
cepto en cuestión-regula dos modalidades de sustitUCión:
a instancia de la propia entidad sustituida con presen­
tación de la que vaya a sustituirla. en cuyo caso· será
precisa la aprobación del proyecto de sustitución por
la Comisión de Control del FO[1do y de la entidad -ges­
tora o depositaria- que continue en sus funciones. previa
realización y publicidad de la auditorra prevista en el
arto 19 lapo 1. letra a)] y por decisión de la Comisión
de Control. que deberá designar simultáneamente una
entidad dispuesta a hacerse cargo de la gestión o depó­
sito [ap.1, letra b)). Si básica es la existencia de las enti­
dades depositarias y de las gestoras. la previsión de las
modalidades de sustitución y las normas esencialeljl de
procedimiento. como tantas veces se ha dicho ya en
esta resolución, también es básica. pues no existe la
menor duda que en ello se encuentra en juego la sol­
vencia de las instituciones reguladas en la Ley y la esta­
bilidad del sistema.

Por las mismas razones no puede nesarse el carácter
básico a la regulación de la renuncia umlateral por parte
de las entidades a las que nos venimos refiriendo. de
sus efectos (en especial. la disolución del Fondo si no
se designa una entidad sustitutiva) y de los requisitos
para que la sustitución pueda tener lugar (ap. 2). de
la previsión de que si la disolución o el procedimiento
concursal fuese de la entidad depositaria los -activos
financieros y efectivos del Fondo sean dep'ositados en
el Banco de España. con el efecto de disolUCión del Fondo
si en el plazo de un año no se designa nueva entidad ­
depositaria o. en su caso, gestora (ap. 3) y. en fin, de
la necesidad de qúe los cambios en el control de las •
entidades gestoras y la sustitución de sus Consejeros
sean puestos en conocimiento de la Comisión de Control
(ap. 4). Lo dicho no excluye la posibilidad de que. en
el ámbito que le sea propio. las Comunidades Autónomas
organicen servicios de vigilancia.

15. Del Caprtulo Séptimo (<<Régimen de control
administrativo») el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña impugna los tres preceptos que lo integran
(los arts. 24. 26y 28). .

a) Discute el arto 24 eA su integridaft. perque la ins­
pección y vigilarteia de.tes entitlad8e 1881Dra8 y _más
actMdades previstas en el mi6me {t8C8llC-n .• intor­
mación 8 inwwnción de las entidades ....... y ....
sitaria~ son actividades de natural.. trtHcamente eje­
cutivas que en su territorio corresJ)Oftde realizar a la
Generalidad de Cataluña. Por de pronto debe afirmarse
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que no puede descartarse 8 priori el carácter básico
de una competencia de ejecuci6n (por todas,
SSTC 135/1992, fundamento jurfdico 6.Q, Y 133/1997,
fundamento jurldico 4.° B). Sentado ello, debe precisarse
que la entrega al Estado, y por ello el establecimiento
de un sistema con carácter unitario en todo el territorio
nacional, de las expresadas facultades de naturaleza eje­
cutiva es un instrumento al servicio de la solvencia y
estabilidad del sistema instaurado en la Ley impugnada.
Las facultades de supervisión, inspección y vigilancia en
una materia como ésta no pueden separarse de la com- .
petencia sustantiva a la que sirven [SSTC 96/1996,
fundamento jurldico 26, y 133/1997, fundamento jurr­
dico 12 an, cuya titularidad estatal ha quedado ya afir­
mada en varias ocasiones a lo largo de nuestra Sentencia.
Con esas facultades no se trata de garantizar aislada­
mente la estabilidad y solvencia de las entidades sobre
las que se proyectan sino, precisamente a través de la
supervisión, inspección y vigilancia de todas ellas, la de
todo el sistema estableCido en la Ley que, como se con­
fiesa en su Exposición de Motivos, pretende asegurar
el desenvolvimiento de los Fondos y evitar las situaciones
de insolvencia o que amenacen la efectividad de las
prestaciones que garantizan los Planes. Aqul vale' tam­
bién lo dicho en la letra c), in finé, del fundamento jurldico
anterior, o sea que queda a salvo la posibilidad de que,
en su propio ámbito, las Comunidades Autónomas esta­
blezcan servicios de vigilancia.

b) La impugnación de los arts. 25 y 26 de la Ley,
dedicados a especificar el régimen de infracciones y san­
ciones para entidades gestoras y depositarias, se basa
en el pretendido exceso del legislador estatal, que pro­
voca la invasión de las competencias autonómicas en
materia de previsión social, aunque no se discuta la inter­
vención del Estado en sr misma considerada, ya que
se admite que está amparada por lo dispuesto en el
arto 149.1.1 y 18 C.E. (STC 87/1985). La invasión com­
petencial se considera imputable al excesivo detalle del
cuadro de infracciones y sanciones.

Para examinar este motivo de impugnación debe rei­
terarse una vez más el nudo argumental de esta reso­
lución. Si bien existen en la Ley impugnada dos claros
bloques normativos (Planes de Pensiones y Fondos de
Pensiones), separables en abstracto pero unidos en la
realidad, en ambos el Estado, en virtud del art. 149.1.11
y 13 C.E., es competente para establecer las bases, res­
tándoles a las Comunidades Autónomas recurrentes las
competencias de desarrollo legislativo y de ejecución.
Este reparto material es esencial para resolver la cuestión
del impacto sobre los preceptos ahora contemplados
del titulo competencial de fijación de las bases del pro­
oedimiento administrativo sancionador (art. 149.1.1
y 18 C.E.).

Para comenzar el análisis de esta cuestión conviene
tener presente que el propio Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Catalufta admite la competencia estatal
para regular esta materia, si bien, en la Unea marcada
por la STC 87/1985, descarta que esa regulación pueda
ir más allá de la fijación de normas básicas del esquema
de infracciones y sanciones, asl como las referentes al
procedimiento sancionador. En ningún caso compren­
derra -afirma- la especificación exhaustiva de las con­
ductas infractoras y de las sanciones a imponer. Estos
alegatos deforman, en parte, el sentido de la jurispru­
dencia de este Tribunal que cita, sobre todo por el enfo­
que erróneo del titulo competencial en la materia de
Fondos de Pensiones. En efecto, en la STC 87/1985
ya tuvimos ocasión de afirmar que el presupuesto para
la regulación de la materia sancionadora por las Comu­
nidades Autónomas era, entre otros, que éstas osten­
tasen competencias sobre el ·sector del ordenamiento
en que se estableclan dichas normas sancionadoras (fun-

damento jurfdico 8.°). Pues bien, en ambos casos -PIa­
nes y Fondos- existe un titulo competencial propio del
Estado que justifica su intervención reguladora en esta
materia, que se extiende también al elenco de infrae­
ciones en cuanto éstas constituyen una forma de velar
por el cumplimiento de las normas básicas previamente
establecidas y, a su vez, aunque sea en su aspecto nega­
tivo, una forma de regulación sobre esa misma materia
cuya titularidad se ha afirmado en virtud de lo dispuesto
en el arto 1~9. 1.11 C.E. En parecidos términos nos hemos
manifestado para las entidades de crédito en la
STC 96/1996 (fundamento jurfdico 7.°).

c) Partiendo de esta base y hablando en términos
abstractos, no pueden dejar de cOAsiderarse básicas las
definiciones genéricas de los diversos niveles de infrae­
ciones, contenidas en los apartados 3, 4 y 5 del
arto 25 de la Ley, en cuanto seftalan los elementos cen­
trales de graduación de las conductas tfpicas que a con­
tinuación se describen. De forma ipual cabe concluir en
relación con el listado de infraCCiones de los mismos
apartados 3 a 5 del arto 25, puesto que todos ellos defi­
nen los tipos en relación con obligaciones nacidas del
régimen jurldico de los Planes y Fondos de Pensiones
que, por incumbir a aspectos esenciales del régimen
organizativo de unos y otros [apartados a) del núm. 3
y f} del núm. 4 del arto 25], o del sistema de garantfas
previsto para asegurar su solvencia y estabilidad finan­
ciera, tanto por lo que hace a los derechos y obligaciones
de alcance interno entre los Fondos y sus entidades ges­
toras o depositarias [apartados b) y c) del art. 25.3:apar­
tados a), b), c), d), e), g), h), i) del arto 25.4: apartados
b), c), d), e), f), g) e i) del arto 25.5], como por lo que
hace a las obligaciones impuestas para facilitar el control
de gestión por parte de los organismos competentes
[apartados j) y k) del arto 25.4 y apartado h) del arto 25.5],
afectan, en su totalidad, a aspectos básicos de la materia
regulada, en los términos en que se ha tenido ocasión
de expresar en los fundamentos anteriores.

Sólo cabe hablar de una excepción, dado el ca­
rácter excesivamente genérico y residual del precepto
[arto 25.3 d)], que incluye en el tipo, teóricamente, tanto
a obligaciones que si son básicas como a otras que no
lo son y que pueden imponerse en el ejercicio de la
potestad reglamentaria del Gobierno. No pudiendo saber­
se si son básicas las normas o disposiciones, obliga­
ciones o prohibiciones a que se refiere, no es admisible
en el juego base&<iesarrollo donde nos movemos una
tipificación genérica y abstracta como la contemplada,
que, además de colisionar con el arto 25.1 C.E, en la
medida en que habilita o remite al Reglamento para la
configuración ex novo de obligaciones o prohibiciones
cuya contravención da origen a una infracción sancio­
nable (STe 341/1993, fundamento jurfdico 10), no per­
mite el desarrollo normativo por parte de las Comuni­
dades Autónomas.

d) Igual valoración que la realizada del arto 25 in
toto cabe hacer en relación con el arto 26, en cuanto
establece el catálogo de sanciones a imponer por la comi­
sión de las infracciones tipificadas en aquél. El referido
precepto contiene reglas que incumben a los sujetos
obligados, a las sanciones impuestas como máximo por
cada nivel de infracción y a las autoridades competentes
para la imposición de las referidas sanciones en relación
con la cuantla de las mismas. Si no puede negarse la
calificaCión como básicas de las reglas referidas a sujetos
y a tipologfa infraetor1l-en cuanto determinan las Uneas
maestras del sistema público de reacción frente a los
incumplimientos, incidiendo en el ámbito competencial
a que se hace referencia en el art. 149.1.1 C.E.-, tam­
poco ,puede objetarse, en principio, la legitimidad de la
referencia a las entidades competentes para sancionar
que se contiene en el apartado 3 del referido precepto.
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e) El ejercicio de la potestad sancionadora. casti-
. gando aquellas conductas definidas como infracción en

la Ley. es una típica actividad de ejecución. El que ello
sea asr no debe conducir. de forma automática. a la
conclusión de que la imposición de sanciones sea en
todo caso competencia autonómica. pues es admisible.
como ya hemos apuntado. que. cuando resulte realmente
imprescindible para el ejercicio de la competencia esta­
tal básica de que se trate. las bases incluyan la
potestad de realizar actos de ejecución (por todas.
SSTC 136/1992. fundamentojurldioo 6.°. y 133/1997.
fundamento jurrdico 4.° B). Más en ooncreto. hemos afir­
mado que el ejercicio de la potestad sancionadora res­
pecto-de conductas..que guardan una evidente relación
con la estabilidad y garantra del sistema instaurado en
la Leyes de clara competencia estatal. en virtud del
art. 149.1.11 C.E.. en cuanto las infracciones sancio­
nadas inciden sobre aspectos básicos en la materia
(STC 96/1996. fundamentos jurldicos 7.° y 9.°). Asr
pues. una vez comprobado que las infraccione~ tipifI­
cadas en los apartados 3. 4 y 6 del arto 26 se refieren
a aspectos esenciales y básicos del régimen jurrdico de
los Planes y Fondos de Pensiones. va de suyo la com­
petencia estatal para imponer las respectivas sanciones.
conclusión que además se refuerza en el caso de las
sanciones privativas de derecttos (suspensiones. sepa­
raciones temporales y definitivas y exclusiones) en cuan­
to se trata de abatir. provisional o definitivamente. dere­
.chos que constituye~ aspectos básicos de la. materia.
La lógica del sistema se manifiesta si se tiene presente
que se trata de sancionar el incumplimiento de pres­
taciones de hacer cuyo sujeto activo es el Estado. unico
que puede saber cuándo se produce el incumplimiento
y que tiene los elementos de juicio precisos para ello.
asegurando aar la necesaria uniformidad en la aplicación
de los criterios legales. Siendo ello a8r. debe concluirse
que el arto 26.3 no invade las competencias de las Comu­
nidades Autónomas recurrentes siempre que se entienda
que la competencia en favor de los órganos del Estado
que menciona para ejercicio de la potestad sancionadora
lo es respecto de las infracciones vinculadas a la sol­
vencia .y estabilidad del sistema instaurado en la Ley
8/1987. Vale decir de las infracciones que se refieren
a aspectos esenciales y básicos del régimen jurrdico de
los Planes y Fondos de Pensiones.

16. Descartada.por las Comunidades recurrentes la
impugnación competencial del postrer Caprtulo de la Ley
-referido al rég1rnen fiscal de los Planes y Fondos de
Pensione&-. el último bloque de reivindicaciones com­
petenciales se centra en el contenido de las Disposi­
ciones transitorias y finales.

En lo que se refiere a las primeras. las reivindicaciones
competenciales se concentran en la determinación de
las fórmulas de adaptación a lo previsto en la Ley de
Sistemas de Previsión Social y Personal tradicionales en
nuestro Derecho. Pues biel1,. la argumentación de las
recurrentes adolece de un defecto de partida. que no
es otro que el considerar a estas disposiciqnes como
proyecciones del régimen jurldico de las entidades de
previsión a que se refieren. Muy lejos de ello. las Dis­
posiciones transitorias no regulan esas entidades como
tales -no establecen su régimen jurldico-. sino su acti­
vidad en cuanto quieren convertirse en Planes de Pen­
siones. estableciendo las normas precisas para esa
conversión.

Dentro de esas normas. unaS (apartadas 1. 2 y 3
de la disposición transitoria primera) 'tienen un marcado
carácter fiscal y. siendo ello. asr. la titularidad estatal
para su establecimiento no puede ser discutida
(art. 149.1.14 C.E.). Otras (apartados 4 a 7). si bien de
forma indirecta afectan a los derechos de los benefI­
ciarios de los sistemas de previsión que se adaptan a

la Ley. tienen por objeto directo facilitar la adaptación
y. lo que es más importante desde la perspectiva que
ahora interesa. asegurar el funcionamiento y la estabi­
lidad financiera de los Planes result8ntes de la ada~
tación. de donde deriva su condición de básicas y la
atribución.a la competencia del Estado en virtud de lo
establecido en el arto 149.1.11 C.E.• pues nada puede
objetarse a que se regulen C9mo bésicos los aspectos
transitorios del régimen correspondiente que también
lo es. Con· otras palabras: admitida la competencia del
Estado para regular las bases sobre una materia. no pue­
de objetarse la atribución al mismo de la competencia
para regular. con el mismo carácter de básico. los aspec­
tos transitorios de la misma (STC 172/1996. fundamen­
to jurldico 6.°).

17. Impugna el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña la Disposición final segunda. en cuanto que.
por remisión a lo previsto en la Disposición adicional
cuadragésima octava de la Ley 46/1986. de Presupues­
tos Generales del Estado para 1986. reconoce que pue­
den ser promotores de estos Planes las Comunidades
Autónomas y organismos de ellas dependientes. asr
como las Corporaciones Locales y órganos que de ellas
dependan. No procede la reivindicación competencial
efectuada eil este caso desde el momento en que. en
primer lugar. la delimitación de los sujetos promotores
de Planes de Pensiones constituye un elemento
esencial del régimen jurrdico de éstos. que. por las
razones antes expuestas. incumbe regular al Estado al
amparo de la competencia que tiene reconocida por el
art. 149.1.11 C.E.• y. en segundo término. el precepto
está redactado en términos de posibilidad. sin que se
obstaculice el derecho de las Comunidades Autónomas
a concretar las condiciones en que -respetando las
Irneas rectoras .márcadas en la Ley- procede que los
organismos de ellas dependientes y las Corporaciones
Locales puedan ser promotoras de Planes de Pensiones.
excluida como está esta regulación del ámbito de lo
básico del régimen de las Administraciones Públicas (art.
149.1.18 C.E.). que claramente no comprenden el sis­
tema de previsión social de los funcionarios o del per­
sonal al servicio de los organismos que dependan de
aquéllas.

18. Como se advirtió al principio. en los recursos
acumulados se combinan pretensiones de naturaleza
muy diversa. Ya hemos visto que el interpuesto por el
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña des­
cansa en su totalidad sobre una reivindicación de com­
petencias que. se entiende. han sido invadidas por el
Estado. Pues bien.·una vez que se ha descartado que
la materia sobre la que la Ley versa pueda ser asignada
al trtulo ccSeguridad Sociab) del 149.1.17 C.E. -sobre
cuyo razonamiento se concentra la reivindicación com­
petencial del recurso interpuesto por el Parlamento
vasc<r. restan argumentos que dan al referido recurso
una orientación completamente diversa. puesto que. en
sustancia. es un recurso de inconstitucionalidad basado
en razonamientos que subrayan la potencial oposición
de la Ley impugnada con derechos. obligaciones y reglas
de actuación de los poderes públicos consagrados con
carácter general en la Constitución española. Por ello.
por la sustancial diversidad de ambos tecursos. como
ya se dijo al principio. procede su examen independiente.
En este orden de cosas. se inicia ahora el examen de
los argumentos seguidos al respecto por la represen­
tación del Parlamento vasco.

Son cuatro las normas que el Parlamento VaSco
impugna por esta clase de razones. las contenidas en
los arts. 11.3. 16.6.20.1 y 24.3. Dos de dichos preceptos
(los arts. 16.6 y 24.3). tal Y como ha quedado dicho
en el fundamento jurrdico 2.°. de esta resolución. se



BOE núm. 312. Suplemento Martes 30 diciembre 1997

han visto afectados por la reforma operada en la Ley
aquf impugnada mediante la Disposición adicional undé­
cima de la Ley 30/1996, para la Ordenación y Super­
vislón de los Seguros Privados. El arto 16.6 ha recibido
nueva redacciÓn y la norma que se contenfa en el 24.3
sencillamente ha sido suprimida. Siendo ello asf, hemos
de concluir que respecto de ellos el recurso ha perdido
su objeto sin que quepa, por tanto, hacer pronunciamiento
al respecto, pues no tiene sentido continuar el proceso
sobre la inconstitucionalidad de normas que el legislador
ha expulsado del ordenamiento (STC 386/1993, funda­
mento jurfdico 2.°, en la que se cita, entre otras, la
STC 160/1987). Como hemos afirmado en el citado
fundamento.jurfdico 2.°, sólo por excepción, cuando en
la impugnaciÓn de un precepto legal a través de un recur­
so de inconstitucionalidad se realiza una verdadera vin­
dicatio potestatis, es posible que el proceso constitu­
cional no pierda su objeto en lo que al precepto en clles-­
tión se refiere pese a su ulterior modificación o dero­
gaciÓn. Nuestro pronunciamiento debe quedar limitado,
pues, a los arts. 11.3 y 20.1, precepto este segundo
cuyo apartado a), sin incidencia al~una en la impugna­
ción del Parlamento vasco, ha reCibido también nueva
redacción. .

19. El arto 11.3 de la Leyes objeto de impugnación
porque, a juicio del Parlamento vasco, vulnera los
arts. 1.1, 9, 33.3, 41, 63.1, 103.1 y' 106.2 de la Norma
fundamental. En el referido precepto se impone la nece­
sidad de que los promotores del Fondo obtengan, pre­
viamente a su constitución, autorización del Ministerio
de Hacienda, sin que pueda ser (<<tftulo que cause la res-­
ponsabilidad de la AdministraciÓn del Estado» el otor­
gamiento de la referida autorización.

Estima el Parlamento vasco que la autorización admi­
nistrativa implica una necesaria valoración positiva de
la actuación privada que se autoriza, a exigir sólo en
circunstancias excepcionales, y no como regla general.
Introducir la necesidad de autorizaciÓn, en' todo caso
constituye una innecesaria traba a la libertad con que
han de contar los sujetos privados en el ejercicio de
una actividad relacionada con el art. 41 C.E. y que cons-­
tituye un valor superior en un Estado de Derecho
(art. 1 C.E.), abriendo paso a intervenciones administra­
tivas no justificadas o abusivas. De entrada, resultan
rechazables unos argumentos que, en esencia, descan­
san sobre la presunción de arbitrariedad en el actuar
administrativo, pero es que, además, no resulta admisible
tampoco el rechazo pleno e incondicionado a la auto­
rización prevista en este precepto. No debe olvidarse
que el régimen operativo dé los Fondos de Pensiones,
cuyo contenido es descrito en la escritura de constitución
que se somete a la autorización administrativa, resulta
un elemento fundamental para asegurar la transparencia
de la gestiÓn y, en consecuencia, su propia estabilidad.
Dada la trascendencia financiera de los Fondos, la inter­
vención autorizante de la Administración forma parte
de esos mecanismos de control de la razonabilidad y
adecuación de sus normas de actuación, claramente
subordinados a la función de garantfa del predominio
del interés ~eneral que es intrrnseca a 'la competencia
de la Admimstración (art. 103 C.E.).

Tampoco puede considerarse afectada de tacha algu­
na de inconstitucionalidad la exención de responsabi­
lidad de la Administración a que alude el precepto. Por
de pronto, dada su dicción, debe entenderse que lo que
en él se pretende es evitar que el mero hecho del otor­
gamiento de la autorización sea por sr solo bastante
para poner en marcha el instituto de la responsabilidad
patrimonial de la Administración y, por ello, no puede
considerarse que en él quede neutralizado el mandato
general de responsabilidad de la Administración cori­
sagrado en el arto 106.2 C.E. si concurren los'presu-

puestos a que se vincula el nacimiento de dicha
responsabilidad. Además, puesto que la actividad auto­
rizante es un mecanismo apto para levantar trabas que
se oponen al obrar privado en funciÓn de la salvaguardia
de los intereses generales, mal puede considerarse que
exista una vinculación posterior de la Administración con
una actividad sustancialmente privada, ni que la auto­
rizaciÓn concedida vincule al órgano autorizante con la
actuación desarrollada por los particulares, que es y sigue
siendo independiente de un control administrativo sus-­
tancialmente externo a ella. La cláusula de exoneración
de responsabilidad de la Administración, pues" no cons-­
tituye un factor de inmunidad de ésta, sino una con­
secuencia I~ica del complejo entrelazamiento de actos
públicos y privados que concurren en el momento cons-­
titutivo de los Fondos de Pensiones, respetando la natu­
raleza intrfnseca de cada uno de ellos, de ahf que no
puedan tampoco entenderse vulnerados los preceptos
constitucionales que se citan en el recurso.

20. También es estimado inconstitucional el
arto 20.1, por vulnerar los arts. 9.2, 38, 129.2 y 143.1
de la ConstituciÓn. Según el Parlamento vasco, el referido
precepto vulnera los preceptos citados porque estrecha
el crrculo de entidades que pueden gestionar, Fondos
de Pensiones, restringiéndolo sólo a las sociedades anÓ­
nimas o entidades aseguradoras autorizadas. Partiendo
del mandato del arto 143.1 C.E., en conexión con el
arto 129.2 del mismo texto, considera inadecuada la
exclusión de este ámbito de las sociedades cooperativas,
siendo asr que éstas tienen un amplio arraigo en la expe­
riencia histórica de su Comunidad Autónoma. Con esta
restricción -afirma- se frena la expansiÓn de una carae­
terfstica económica propia del Pafs Vasco, con lo que,
además de vulnerar el mencionado arto 143.1 C.E., se
i9nora también el mandato del arto 9.2 al no existir jus-­
tificaciÓn razonable para esta exclusión.

Como bien afirma el Abogado del Estado, el presu­
puesto mismo de la argumentación del recurso falla des-­
de el momento en que es posible que una cooperativa
opere como ente gestor de Fondos de Pensiones, siem­
pre que haya asumido como objeto la actividad ase­
guradora. En todo caso, no impide que las cooperativas
desarrollen actividades trascendentes en la dinámica de
los Planes y Fondos de Pensiones -por ejemplo, actuan­
do como promotoras de Planes-, con lo que no puede
entel')derse ignorada la peculiaridad del cooperativismo
en el Pafs Vasco, al quedar abiertas aún amplias áreas
da intervención a estos modelos societarios en el ámbito
de los Planes y Fondos de'Pensiones. El precepto legal,
al reconducir la ~estión exclusivamente a un determi­
nado modelo sOCietario -la sociedad anónima-, realiza
una opción que, en esta sede, sólo puede controlarse
en lo que tenga de arbitraria o irrazonada, y no puede
calificarse de tal una elección que recae en uno de los
modelos legislativos de regulaciÓn más cuidadosa, con
fijación expresa de mfnimos de capital social, que resul­
tan esencialmente adecuados en un marco de e,stricta
separación patrimonial entre los Fondos y los entes ges-­
tores (art. 12.2) y de garantfa de rectitud de la gestión
mediante la responsabilidad patrimonial indirectamente
tutelada a través de este mecanismo de mfnimos de
capital. A la vista de todo lo expuesto procede, pues,
desechar la impugnación del arto 20.1 de la Ley, fundada
en los motivos que se acaban de describir.

21. Por último, se impugna la totalidad de la Ley
y, por consecuencia, los arts. 6.1 b); 11.1, 3 y 6; 16.1,
2 y 6; 19.4, 6, 6, 7, 8 y 9: 20.1 y 2: 24; 26 y 26,
por estimarse que su contenido infringe los arts. 41
y 149 C.E., en relación con los arts. 10.23 y 18.2 EA.P.V.
Con independencia de la discutible metodologra del
recurso -que reitera en numerosas ocasiones los mis-
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.En atención. a todo lo ex.puesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONRERE LA CoNsnTUCIÓN
DE LA NACIóN EsPAAoLA

Ha decidido

1.0 Declarar que el arto 25.3 d) de la Ley 8/1987.
de 8 de junio. de Regulación de los Planes y Fondo~

de Pensiones. es inconstitucional y. por tanto. nulo.
. -

2.0 Desestimar los recursos acumulados en todo lo
demás.

Publiquese esta séntencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. veinti,iete de noviembre de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodrfguez Bereijo.-José
Gabaldón-López.-Fernando Garcfa-Mon y González-Re­
gueral.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael de Mendizábal
A1lehde.-Julio Diego GonzáJez Campos.-Pedro Cruz
Villalón.~rles VlVer Pi-Sunyer.-€nrique Ruiz Vadi­
t1o.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Tomás S.
VIVes Anlón.-Pablo Garcfa Manzano.-Finnados y rubri­
cados.

moa argumentos y motivos de impugnación. sin que a
veces quede claro si se impugna toda ,la Ley o sólo parte
de ella-. parece que en la queja que nos ocupa. a pesar
de la cita de los arta. 149.1.17 C.E. y concordantes del
EAP.V.• el fondo de la impugnación es la privatización
que introduce -se die&- esta Ley en el régimen público
de la Seguridad Social. al extraer de su contenido. en
los términos en que estáestablecido en elart. 21 LG.S.S.
yen la Orden de 28 de diciembre de 1966. un fragmento
que forma parte de él. de donde derivarfa la vulneración
del art. 41 e.E. .

Este motivo del recurso incurre en un doble defecto
que lleva a su fracaso: en primer.lu(Jar. asu~ co~o
inamovible un solo modelo de Seguridad Social. COIn­
cidente con la propia y particular interpretación del
arto 41 C.E. Ya hemos tenido ocatlión de deStacar la
inexistencia de un modelo únicO en el texto constitu­
cional. con referencia a numerosas instituciones. siquiera
sea Porqúe la Constitución debe ser un punto de con­
vergencia de numerosas opciones legislativas no opues­
tas a ella (STC 11/1981. fundamento jurfdico 7.0

).

Lo ya dicho debe ser mantenido con mayor rotundidad
en relación con el contenido del'art. 41 C.E.. dado el
tenor del reconocimiento de la institución «Seguridad
Social». que no autoriza a considerar definitivamente~n­
sagrado el modelo vigente en el momento de redaCCIón

. del texto constitucional. En conexión con lo anterior. no
PUede sino calificarse de artificioso un argumento que
basa la pretendida inserción de tas mejoras voluntarias
de. Seguridad Social en el régi~ público del sistema.
con fundamento en una nonnat1V8 como la LG.S.S. y
nonnascomplementarias. que nada autoriza a sostener
que sean un parámetro necesario de interpretación cons­
titucional. Por otra parte. negada en apartados anteri~res

·Ia irrazonable equiparación con la noción de «Segundad
Social» de las medidas de protección social cuyo origen
ha quedado abandonado. por su propia naturaleza. a
la autonomfa de la voluntad de las partes. resulta por
lo menos inadecuado sostener que la Ley «privatiza»»
un régimen de Seguridad Social al que permanece ajena.
De aquf que. perdida esta base argumental. única no
vinculada a un estado legal de cosas que puede ser
alterado sin afectar a la garantía ex arto 41 C.E.• proceda
a desechar este motivo de impugnación y con él el recur­
so interpuesto·por el Parlamento vasco.

FALLO ~.

Voto particular qus formula 91 Magistrado don Tomás
S. Vives Antón a la Sentencia r8C/Jfda en los recursos
de inconstitucionalidad 1.181/87 y 1.190/87. acumu­
lados. al que ss adhiere el Magistrado don Pablo Garcfa

Manzano

La Ley 8/1987. de 8 de junio. de Regulación de los
Planes y Fondos de Pensiones. se caracteriza por no
contemplar en absoluto las posibles competencias auto­
nómicas. Por su contenido. dirfase que se trata de una
Ley dietada en un Estado unitario. Bastarfa esa circum~·
tancia pIna fundamentar una inconstitucionalidad más
extensa e intensa que la apreciada por la mayorfa
[que se reduce a la infracción leve prevista en el
art. 25.3 d) del texto impugnado] y. con ello. una opinión
disidente. Pues el orden de competencias en la materia
se define. por lo que al Estado respecta. en los
arts. 149.1.11 y 13 C.E.. según los cuales le corres­
ponden sólo las bases. por intensas que- sean. mientras
que cabe atribuir a las Comunidades Autónomas el
desarrollo nonnativo y la ejecución. El respeto a esa dis­
tribución competencial que. al hallarse.establecida por
la Constitución y los Estatutos. constituye un interés
supremo del pueblo espaftol. en el que coexisten nacio­
nalidades y regiones que gozan de autonomfa polftica.
ha de prevalecer en este Tribunal sobre cualesquiera
otras consideraciones valorativas.

Pues bien: En la STC 96/1996. en materia de banca.
descartamos que esa distribución competencial «pu.eda
traducirse en la negación de toda competencia auto­
nómica sobre todas las entidades financieras o de crédito
que no sean Cajas de Ahorro ó Cooperativas de Crédito».
«La Ley». dijimos. «no puede reservar al Estado la tota­
lidad de las competencias en la materia sobre todas
las entidades de crédito». «Como se afirmó en la
STC 1/1982. fundamento jurfdico 1.°. cuando una
Comunidad Autónoma ha asumido el desarrollo legis­
lativo de las bases de la ordenación del crédito y la .
banca. cuya fijación es competencia del Estado». es nece­
sario tener en cuenta que el establecimiento por parte
del Estado de las bases de la ordenación no puede II~ar
a tal grado de desarrollo que deje vacfa de contenido
la correlativa competencia de la Comunidad. Este prin­
cipio general admite matizaciones. declaradas por la doc-.
trina de este Tribunal. pues la intensidad de las bases
dentro de una materia como es la ordenación del crédito.
banca y seguros puede ser distinta para algunos aspec­
tos. llegando incluso a regulaciones de detalle y exhaus­
tivas. e incluso de ejecución. cu~ndo eJjo es preciso para
ase~urar una nonnación uniforme en todo el territorio
naCional (STC 135/1992. fundamentos jurfdicos 2.~ y
3.0

). Pero la interdicción del vaciamiento de la compe­
tencia autonómica. en sus facetas de desarrollo norma­
tivo y de ejecución. no puede ser desconocida o privada
de toda relevancia. .

Si formulábamos tales asertos en torno a las enti­
dades de crédito. materia en que la competencia estatal
incide. quizá. con I)'layor fuerza que. en Planes y Fondos
de Pensiones. por s,u carácter central en la configuración
de la economfa. no se entiende por qué ahora la mayorfa.
sin explicación de ninguna clase. cambia de criterio.

En nuestra opinión ese cambio carece de justificación
y no puede invocar fundamento racional alguno. Por eso.
en términos generales. disentimos de él lisa. llana y
frontalmente.

Pero. nuestra discrepancia no hade limitarse a esa
de carácter general; sino que debe·concretal"Se en algún
punto. Y. a tal efecto. resulta especialmente significativo
el relativo al ejercicio de la potestad ~ncionadora. que
se desarrolla en el fundamento 16.

. «Concluido que las infracciones tipificadas en los apar­
tados 3. 4 Y 5 del artfculo se refieren a aspectos esen-
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ciales y básicos del régimen jurfdico de los Planes y
Fondos de Pensiones». se dice. «va de suyo la compe­
tencia estatal para imponer las sanciones.•

La premisa procede del epfgrafe d). cabe. desde lue­
go. afirmar que. por lo que respecta a las infracciones
leves pudiera ser errónea. pues diffcilmente pueden ser
básicas infracciones que. por propia definición. no ponen
en peliQro ni afectan directamente a los derechos de
las entIdades promotoras, partfcipes o beneficiarios.
Pero. aun admitiendo a efectos dialécticos. que fuese
correcta. de ella no se deduce la conclusión. En efecto:
Que el Estado tenga competencia para dictar la norma
estableciendo el régimen jurfdico de las infracciones
administrativas. no comporta que haya de tener. tam­
bién, competencia para ejecutarla si. como es el caso,
la competencia ejecutiva corresponde a las Comunida­
des Autónomas.

Al resultar patente la debilidad de ese argumento.
se refuerza con otros dos de parecido calibre.

El primero hace referencia a determinadas sanciones
que. por una parte, no se justifica que sean en todo
caso básicas (¿por qué ha de ser básica una suspensión
o separación temporal?) y. por otro. no se anudan a todas
las infracciones. de modo que hay algunas (las leves)
castigadas sólo con multa o amonestación privada.

El segundo, se asienta en que· sol.amente el Estado
es quien dispone de medios de investigación y control
para determinar si la infracción se ha cometido. A lo
que puede reargüirse. de una parte. que esa circuns­
tancia procede de que se ha atribuido al Estado la ins­
pección porque. seQún la mayorfa. a él corresponde la
competencia matenal [fundamento jurfdico 16 a)] con
lo que el razonamiento describe un cfrculo peñecto. y,
de otra. que el hecho de que sea el Estado el único
que pueda conocer que se ha cometido la infracción
no implica. como vill10S en la STC 196/1996 -(infrae­
ciones y sanciones en el orden social) que sea también
él quien haya de castigarla.

En conclusión: La potestad de imponer sanciones se
ha atribuido. en su totalidad, al Estado en virtud de razo­
namientos sin fuerza ni rigor lógicos. Por eso. en este
punto concreto. expresamos también nuestra discrepan­
cia con el parecer mayoritario.

. ~.

Madrid, a tres de diciembre de mil novecientos noven­
ta y siete.-Tomás S. Vives Antón.-Pablo Garcfa Man­
zano.-Firmados y rubricados.

Voto particular que formula el Magistrado don Pedro
Cruz Vil/alón a la Sentencia recalda en los recursos de
inconstitucionalidad núms. 1.181/87 y 1.190/87, acu­
mulados, al que se adhiere el Magistrado don CarIes

Viver Pi-Sunyer _

A la Sentencia que antecede le cabe el dudoso honor
de ser la primera que dicta este Tribunal transcurridos
diez años desde la interposición del correspondiente
recurso. constándonos ya que no va a ser la unica. Este
no es. en puridad. un motIvo de discrepancia. que no
puede serlo. pero sf un motivo de seria preocupación.
La gatantfa jurisdiccional de la constitucionalidad de las
leyes, en definitiva la fuerza normativa de la Constitución.
se ve sin duda afectada cuando el único Tribunal con
facultad para declarar la nulidad de una ley debe emplear
diez años en la tarea. Hay momentos en los que la can­
tidad se transforma en calidad. y éste parece ser uno
de ellos. uno de esos momentos de los que debe dejarse
constancia.

Mi discrepancia se restringe a la respuesta dada al
primero de los dos recursos acumulados. el interpuesto
por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña.
La Comunidad Autónoma ha invocado dos tftulos, la·com-

petencia exclusiva sobre «mutualismo no integrado en
el sistema de la Seguridad Social» (art. 9.21 E.A.C.) y
la competencia de desarrollo legislativo y de ejecución
en materia de seguridad social [arto 17.1 a) E.A.C.]. Coin­
cido con las apreciaciones contenidas en el fundamento
jurfdico 6.° relativas a la improcedencia de incluir a los
Planes y Fondos de Pensiones en la materia de Seguridad
social; coincido también en la conclusión relativa a la
improcedencia de incluir a los mismos en la materia
de mutualismo (fundamento jurfdico 6.°). si bien no com­
parto por completo la fundamentación de este último
extremo.

En concreto. no creo que pueda afirmarse que los
Planes de Pensiones globalmente considerados. y en par­
ticular los del llamado «sistema de empleo». quedan fue-.
ra de la previsión social. en el supuesto de que tal mate­
ria. expressis verbis, existiera. como decididamente se
afirma en el fundamento jurfdico 6.° Esta afirmación
se efectúa dando por buena la interpretación extensiva
que hace Cataluña del tftulo ccmutualismo». como
equiparable a «previsión sociah). que tampoco es con­
cluyente. Tan problemática me parece la afirmación de
que los Planes son mutualismo porque son previsión
social como la de que los Planes no son mutualismo
porque no son previsión social. Como la propia recurren­
te reconoce. el mutualismo es una modalidad de pre­
visión social. como también pueden serlo determinados
tipos de Planes de Pensiones. lo que no arrastra sin más
a éstos a la materia de mutualismo.

Rechazada la alégada vulneración de ambos tftulos
competenciales. el recurso de Cataluña. tal como venfa
fundamentado. estaba respondido. No obstante. la Sen­
tencia procede a un control más amplio de la ley recurri­
da. a partir concretamente del ámbito de los diversos
tftulos estatales sobre la materia (art. 149.1.6. 11. 13 Y
14 C.E.), y muy en particular de la competencia sobre
bases de la ordenación de los seguros
(art. 149.1.11 C.E.). con la que se contrasta la mayorfa
de los preceptos de la ley que la Comunidad Autónoma
ha impugnado. sin embargo. a partir de su competencia
sobre las indicadas materias de mutualismo y Seguridad
Social. Dejando de lado la oportunidad de este modo
de proceder. coincido con la identificación que se efectúa
de los tftulos competenciales del Estado. pero no en
el alcance que se da a cada uno de ellos.

Asf. por lo que hace al arto 149.1.6 C.E. (cclegislación
mercantib»). entiendo que esta competencia exclusiva,
que la S~ntencia se limita a mencionar. sin más con­
secuencia. es el fundamento de buena parte de los pre­
ceptos que integran los cuatro capftulos iniciales de la
ley. cuando menos en su proyección a los Planes de
Pensiones del llamado «sistema individuabl. y no la com­
petencia de desarrollo legislativo sobre bases de la orde­
nación de los seguros. que nunca hubiera permitido una
regulación exhaustiva como la que aquf se hace.

Finalmente. si bien coincido en que la mayor parte
del resto de la ley encuentra su legitimidad competencial
en el tftulo últimamente citado. no comparto la conclu­
sión que se alcanza según la cual. salvo en un extremo
muy puntual [art. 26.3 d)]. el legislador estatal ha res­
petado la mencionada competencia. Por el contrario.
entiendo que la sola lectura de la ley 8/1987 pone
de manifiesto cómo el legislador estatal ha prescindido
por entero. en la regulación de esta materia. del corres­
pondiente tftulo competencial de la Comu'nidad Aut~
noma recurrente, es decir. el de desarrollo legislativo y
ejecución sobre ordenación de seguros (art. 10.1.4 EAC.).
de tal manera que una eventual invocación de este tftulo
hubiera debido llevar a un fallo parcialmente estimatorio
con un alcance en todo caso muy superior al que se
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manifiesta en el fallo de la Sentencia de la que resp&
tuosamente disiento.

Madrid. a veintiocho de noviembre de mil novecientos
noventa y siete.-Pedro Cruz Villalón.-earles Viver
~i-Sunyer.-Firmadosy rubricados.

27977, Pleno. Sentencia 207/1997, de 27 de
noviembre de 1997. Recurso de amparo
904/1994. Contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo reca/da en recurso
contencioso-administrativo formulado contra
la denegación, por silencio administrativo. de
la petición de reclamación de daños y per­
juicios presentada ante el Ministerio de Rela­
ciones con las Cortes y Secretaria del Gobier­
no. Supuesta vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: detenninación del pla­
zode prescripción de acciones. Votos par­
ticulares.

El Pleno' del Tribunal Constitucional compuesto por
don Alvaro Rodriguez Bereijo. Presidente; don José
Gabaldón L6pez. don Fernando Garcfa-Mon y Gonzá­
lez-Regueral. don Vicente Girneno Sendra. don Julio Die­
go Goirzález Campos. don Pedro Cruz VillaIón. don Caries
Viver Pi-Sunyer. don Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera. y don Tomás S. Vives Antón.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 904/94. interpuesto
por don Salvador Roig Espert, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don José Luis Barneto Arnaiz.
y bajo la dirección del Letrado don Miguel R. Mancebo
Monje. contra Sentencia de la Sección Sexta de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo. en recurso formulado con­
tra la denegación. por silencio administrativo. de la peti­
ción de reclamación de daftos y perjuicios presentada
ante el Ministerio de Relaciones con las Cortes y Secre­
taria del Gobierno. Han intervenido. el Ministerio Fiscal
y el Abogado del Estado en defensa de la Administración
demandada. siendo Ponente el Magistrado don Pedro
Cruz Villal6n. quien expresa el parecer del Pleno.

1. Antecedentes,

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal
el 17 de marzo de 1994. don Salvador Roig Espert,
bajo la representación procesal del Procurador de los
Tribunales Sr. Bameto Amaiz. interpuso demanda de
amparo constitucional contra la Sentencia de la Sala

. Tercera del Tribunal Supremo (Seéción SeXta). de 27
de diciembre de 1993. recardaen el recurso conten­
'cioso-edministrativo núm. 218/90. en única instancia.
por entender que la referida resolución judicial resulta
contraria al derecho a la tutela judicial efectiva que con­
sagra el arto 24.1 C.E.

2. El recurso tiene su origen en 'los siguientes ante­
cedentes de hecho:

a) El Consejo General de Colegios Oficiales Farma­
céuticos de Espaf\a interpuso recurso' contencioso-ad­
ministrativo contra la Orden de 10 de agosto de 1985
(<<Boletfn Oficial del Estado» núm..196. del 16) por la
que se fijaba ef nuevo margen profesional-de.las oficinas

de farmacia. Por Sentencia de 4 de julio de 1987. la
Sala Tercera del Tribunal Supremo estimó el recurso y
acordó declarar la nulidad de la disposición administra­
tiva impugnada.

b) El dra 7 de julio de 1987. la mencionada Sen­
tencia fue notificada al Consejo General de Colegios Ofi­
ciales Farmacéuticos de Espaf\a. único recurrente.

c) El dra 5 de noviembre de 1987 fue publicada
en el «Boletrn Oficial del Estado» (núm. 265). la Orden
de 30 de septiembre de 1987. por la que se hacia pública
la parte dispositiva de la antedicha Sentencia.

,d) El ahora demandante de amparo presentó su'
reclamación indemnizatoria -nacida de la anterior reso­
lución judicial- el' dra 5 de julio de 1988. esto es. un
año y un dra después de la fecha de la Sentel)cia.

e) Contra la desestimación presunta de su reclama­
ción interpuso recurso contencioso-administrativo que
fue tramitado ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo
(Sección Sexta) y resuelto por Sentencia de 27 de diciem­
bre de 1993. cuya anulación pretende el demandante
de amparo. En esa Sentencia el Tribunal Supremo deses­
timó el recurso interpuesto al considerar que el actor
habra presentado su reclamación indemnizatoria extern­
poráneamente. En efecto. a criterio del Tribunal Supre­
mo. el plazo de un año legalmente previsto para exigir
de la Administración los daños y perjuicios sufridos por
el recurrente debe computarse de fecha a fecha y. siendo
el dies a quo del citado plazo el de la lectura y publicación
de la Sentencia '(es decir. el 4 de julio de 1987). el
recurrente debería haber presentado su reclamación -a
más tardar- el 4 de julio del año siguiente y no. como
así hizo. el día 5 de ese mismo mes y año.

3. Estima el demandante que la interpretación rea­
lizada por el Tribunal Supremo en cuanto al cómputo
del referido plazo. es manifiestamente arbitraria y carece
de toda lógica. implicando una denegación de justicia
contraria al arto 24.1 C.E. A su criterio. la interpretación
es irrazonable y arbitraria porque. en primer lugar. la
denominada .Iectura y publicación» de la Sentencia es
un acto que. aunque contemplado en la Ley. carece de
toda realidad práctica. siendo en la actualidad un vestigio
histórico. por lo que las partes únicamenae tienen cono­
cimiento efectivo de la misma el dra en que les es debi­
damenté notificada. lo que no ocurrió. como queda
expuesto. hasta el 7 de julio de 1987.

Más aún. en casos como el presente. en los que los
reclamantes no fueron partes directas en el recurso y.
por tanto. a ellos no les fue directamente notificada la
résolución judicial, el dies a quo para el cómputo del
plazo de un año debe de ser el de la fecha de publicación
de la Sentencia en el eeBoletfn Oficial der Estado» que
es el que da la debida publicidada la misma y el momento
a partir del cual los reclamantes pueden tener cono­
cimiento real de los derechos que se pudieren derivar
del pronunciamiento judicial (arts. 1.969 y 1.971 C.C.).

Al no hacerlo así. el Tribunal Supremo no sólo tomó
como fecha de referencia un acto (el de lectura y publi­
cación) en la práctica inexistente, sino que. además. con
tal interpretación. exige al demandante de amparo un
conocimiento sobre los contenidos de la Sentencia que
le resulta en todo caso imposible. denegándole su dere­
cho a la tutela judicial efectiva y alampero de los órganos
jurisdiccionales por un motivo formal y mediante una
interpretación arbitraria y carente de toda lógica.

En estas circunstancias. la cuestión relativa al c6mp~
de los plazos. que es materia de legalidad ordinaria. a5kfuie­
re relevancia constitucional {STC 246/1993). En definitiva
solicita que se tome como dies a quo; o bien la fecha
en que se publicó la Sentencia antecedente en el
«Boletrn Oficial del Estado». o en el último caso


